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SEGUNDA SECCION 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL 

ACUERDO del Consejo General del Instituto Federal Electoral por el que se aprueba que se consulte de forma 
expresa y por escrito a los ciudadanos sobre la incorporación visible de los datos de calle, número exterior y 
número interior del domicilio en el anverso de la Credencial para Votar y, que en todos los casos, dichos datos se 
incluyan de forma cifrada en el reverso de la misma, en acatamiento a lo ordenado por la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la resolución del recurso de apelación con número de 
expediente SUP-RAP-37/2013. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Federal Electoral.- 
Consejo General.- CG292/2013. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA QUE 
SE CONSULTE DE FORMA EXPRESA Y POR ESCRITO A LOS CIUDADANOS SOBRE LA INCORPORACIÓN VISIBLE 
DE LOS DATOS DE CALLE, NÚMERO EXTERIOR Y NÚMERO INTERIOR DEL DOMICILIO EN EL ANVERSO DE LA 
CREDENCIAL PARA VOTAR Y, QUE EN TODOS LOS CASOS, DICHOS DATOS SE INCLUYAN DE FORMA CIFRADA 
EN EL REVERSO DE LA MISMA, EN ACATAMIENTO A LO ORDENADO POR LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL 
ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, EN LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN 
CON NÚMERO DE EXPEDIENTE SUP-RAP-37/2013 

ANTECEDENTES 

1.  El 21 de noviembre de 2012, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo CG732/2012, 
modificar el modelo de la Credencial para Votar que la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de 
Electores expide a los ciudadanos en cumplimiento a las disposiciones legales. 

2. El 21 de noviembre de 2012, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo CG733/2012, instruir 
a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, realice un estudio técnico y jurídico sobre 
la viabilidad de la inclusión o no, de la calle, número interior y exterior, de manera impresa en el 
cuerpo de la Credencial para Votar. 

 En el Punto Primero del Acuerdo referido, se instruyó a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de 
Electores realizar una valoración integral que, entre otros elementos, incluya una encuesta 
probabilística con representatividad nacional para conocer la opinión de la ciudadanía, así como 
consultas a las entidades privadas y públicas relevantes, incluyendo aquéllas con las que el Instituto 
haya celebrado convenios en materia registral y/o tengan algún vínculo con la Credencial para Votar, 
con el objeto de evaluar la viabilidad para la inclusión impresa o no, de los datos de la calle, número 
interior y exterior en el cuerpo de la credencial. 

 Asimismo, se ordenó a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, presentar a la 
consideración de la Comisión del Registro Federal de Electores, para su respectiva validación,  
la propuesta de contenido del estudio referido, la metodología para el caso de la implementación de 
encuestas y el tipo de consultas que se realizarán a entidades privadas y públicas, así como el 
cronograma de actividades que corresponda. 

3. En sesión celebrada el 14 de diciembre de 2012, la Comisión del Registro Federal de Electores 
aprobó la “Propuesta de contenido para el estudio técnico y jurídico para evaluar la viabilidad para  
la inclusión impresa o no, de los datos de la calle, número interior y exterior en el cuerpo de la 
credencial, de conformidad con lo ordenado por el Consejo General del Instituto Federal Electoral, 
mediante el Acuerdo CG733/2012”. 

4. En sesión celebrada el 22 de febrero de 2013, la Comisión del Registro Federal de Electores aprobó 
someter a la consideración de este Consejo General, un Proyecto de Acuerdo por el que se aprueba 
mantener visible el dato de calle, número exterior y número interior del domicilio de los ciudadanos 
en la Credencial para Votar. 

5. El 27 de febrero de 2013, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo CG84/2013, mantener los 
datos de calle, número exterior, número interior del domicilio de los ciudadanos, de manera visible en 
la Credencial para Votar. 
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6. El 5 de marzo de 2013, el representante propietario del Partido Acción Nacional acreditado ante este 
órgano de dirección, por conducto de la Secretaría Ejecutiva del Instituto Federal Electoral, interpuso 
Recurso de Apelación, a fin de controvertir el Acuerdo CG84/2013. 

7. El 11 de marzo de 2013, el representante propietario del Partido de la Revolución Democrática ante 
este Consejo General, presentó escrito de tercero interesado. 

8. El 29 de mayo de 2013, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
resolvió el Recurso de Apelación No. SUP-RAP-37/2013, interpuesto por el Partido Acción Nacional, 
en contra del Acuerdo CG84/2013. 

 En el Punto Resolutivo Único de dicha sentencia, se ordenó revocar el Acuerdo CG84/2013, de 27 de 
febrero de 2013, emitido por el Consejo General del Instituto Federal Electoral. 

 En consecuencia, en la parte considerativa de la citada Resolución, la Sala Superior del propio 
Tribunal, estimó que lo conducente es que este Consejo General revoque el Acuerdo impugnado y 
determine en plenitud de atribuciones determine de manera fundada y motivada, luego de llevar a 
cabo un ejercicio de ponderación, si el nuevo modelo para la Credencial para Votar, se deben 
mantener visibles los datos del domicilio completo del elector, o en su caso, es factible encriptarlos o 
codificarlos. 

9. El 18 de octubre de 2013, la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores presentó a la 
Comisión del Registro Federal de Electores el “Estudio que presenta la Dirección Ejecutiva del 
Registro Federal de Electores a la Comisión del Registro Federal de Electores sobre los datos de 
calle, número interior y exterior del domicilio de la CPV, para brindar elementos para el análisis del 
cumplimiento de la sentencia del TEPJF SUP-RAP-37/2013”. 

10. En sesión celebrada el 18 de octubre de 2013, la Comisión del Registro Federal de Electores aprobó 
someter a la consideración de este Consejo General, un proyecto de Acuerdo por el que se apruebe 
que los datos de Calle, Número Exterior y Número Interior del domicilio contenidos en la Credencial 
para Votar, se incorporen en la misma de manera cifrada, pudiendo incluirse también de forma visible 
en el anverso, a solicitud expresa y por escrito de los ciudadanos, en acatamiento a lo ordenado por 
la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la Resolución del 
Recurso de Apelación con número de expediente SUP-RAP-37/2013. 

11. En sesión celebrada el 23 de octubre de 2013, este Consejo General aprobó modificar el Acuerdo 
referido en el numeral anterior, a fin de que se consulte de forma expresa y por escrito a los 
ciudadanos sobre la incorporación visible de los datos de Calle, Número Exterior y Número Interior 
del domicilio en el anverso de la Credencial para Votar y, que en todos los casos, dichos datos se 
incluyan de forma cifrada en el reverso de la misma, en acatamiento a lo ordenado por la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la Resolución del Recurso de 
Apelación con número de expediente SUP-RAP-37/2013. 

CONSIDERANDO 

1. Que el artículo 41, Base V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con los artículos 104, 105, párrafo 2 y 106, párrafo 1 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, prevén que el Instituto Federal Electoral es un organismo 
público autónomo, de carácter permanente, independiente en sus decisiones y funcionamiento, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios, depositario de la autoridad electoral y responsable del 
ejercicio de la función estatal de organizar las elecciones federales para renovar a los integrantes de 
los poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión. Dicha función estatal se rige por los principios  
de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad. 

2. Que según lo dispuesto en el artículo 109 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, este Consejo General, en su calidad de órgano superior de dirección del Instituto Federal 
Electoral, es el responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales 
en materia electoral, así como de velar porque los principios de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad y objetividad guíen todas las actividades del Instituto. 
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3. Que el artículo 107, párrafo 1 del propio ordenamiento electoral, establece que el Instituto Federal 
Electoral tiene su domicilio en el Distrito Federal y ejerce sus funciones en todo el territorio nacional a 
través de 32 delegaciones, una en cada entidad federativa y 300 subdelegaciones, una en cada 
distrito electoral uninominal. 

4. Que las disposiciones del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales son de orden 
público y de observancia general en el territorio nacional y para los ciudadanos mexicanos que 
ejerzan su derecho al sufragio en territorio extranjero en la elección para Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, tal y como lo establece el artículo 1, párrafo 1 de dicho ordenamiento legal. 

5. Que en los términos del artículo 3, párrafo 2 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, la interpretación de sus normas se hará conforme a los criterios gramatical, sistemático y 
funcional, atendiendo a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la Constitución Federal. 

6. Que el artículo 1, párrafos primero, segundo y tercero de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, mandata que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así 
como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo 
en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. Las normas relativas a los 
derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

7. Que el artículo 6, párrafo primero, Base II de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, señala que la manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún 
delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por 
la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 

 Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito 
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios  
y bases: 

 ... 

 II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los 
términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

8. Que el artículo 16, párrafos primero y segundo de máximo ordenamiento jurídico, indica que nadie 
puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal  
del procedimiento. 

 Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y 
cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual 
establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos por razones 
de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los 
derechos de terceros. 

9. Que el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos dispone que nadie será 
objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni 
de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
tales injerencias o ataques. 
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10. Que el artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), 
consigna lo relativo a la protección de la vida privada y de los datos personales de las personas, 
conforme a lo siguiente: 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su 
dignidad. 

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en 
la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra o reputación. 

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o 
esos ataques. 

11. Que el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, prevé que nadie será 
objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques 

12. Que el artículo V de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, establece el 
derecho de protección a la vida privada de las personas, como sigue: 

Artículo V. Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra los ataques 
abusivos a su honra, a su reputación y a su vida privada y familiar. 

13. Que el artículo 34 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala que son 
ciudadanos de la República los varones y las mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, hayan 
cumplido 18 años y tengan un modo honesto de vivir. 

14. Que el artículo 35, fracciones I y II de la Carta Magna dispone que son derechos de los ciudadanos, 
entre otros, votar en las elecciones populares y poder ser votados para todos los cargos de elección 
popular, teniendo las calidades que establezca la ley. 

15. Que el artículo 36 del Pacto Federal prevé, en la fracción III, que son obligaciones de los ciudadanos 
de la República, entre otras, votar en las elecciones y en las consultas populares, en los términos 
que señale la ley. 

16. Que el párrafo noveno, Base V del mismo artículo 41 de la Constitución, dispone que el Instituto 
Federal Electoral tendrá a su cargo, en forma integral y directa, además de las que determine la ley, 
entre otras, las actividades relativas a la geografía electoral, el padrón y la lista de electores. 

17. Que de acuerdo a lo previsto en el artículo 105, párrafo 1, incisos a), d) y f) del Código Electoral 
Federal, son fines del Instituto, contribuir al desarrollo de la vida democrática; asegurar a los 
ciudadanos el ejercicio de sus derechos políticos y velar por la autenticidad y efectividad del sufragio. 

18. Que según lo prevé el artículo 118, párrafo 1, incisos j), ll) y z) del Código de la materia, este Consejo 
General tiene como atribución la de dictar los Lineamientos relativos al Registro Federal de 
Electores, aprobar el modelo de la Credencial para Votar, así como dictar los Acuerdos necesarios 
para hacer efectivas sus atribuciones. 

19. Que según el artículo 36, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
relación con el artículo 175, párrafo 1 del Código Comicial Federal, es obligación de los ciudadanos 
de la República, inscribirse en el Registro Federal de Electores. 

20. Que el artículo Segundo Transitorio del Decreto de fecha 4 de abril de 1990, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el día 6 del mismo mes y año, por el que se reformaron y adicionaron 
diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que en tanto 
no se establezca el servicio del Registro Nacional Ciudadano, los ciudadanos deberán inscribirse en 
los padrones electorales. 
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21. Que de acuerdo con el artículo 171, párrafos 1 y 2 del Código de la materia, el Instituto Federal 
Electoral prestará, por conducto de la Dirección Ejecutiva competente y de sus Vocalías en las 
Juntas Locales y Distritales Ejecutivas, los servicios inherentes al Registro Federal de Electores, el 
cual es de carácter permanente, de interés público y tiene por objeto cumplir con lo previsto en  
el artículo 41 constitucional sobre el Padrón Electoral. 

22. Que con fundamento en el artículo 128, párrafo 1, incisos d), e) y f) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores 
tiene, entre otras atribuciones, la de formar, revisar, y actualizar el Padrón Electoral, así como 
expedir la Credencial para Votar conforme al procedimiento establecido en el Capítulo Tercero del 
Título Primero del Libro Cuarto de ese Código Comicial Federal, así como expedir la Credencial  
para Votar. 

23. Que el artículo 173, párrafo 2, del citado Código estipula que en el Padrón Electoral constarán los 
nombres de los ciudadanos consignados en el Catálogo General de Electores y de quienes han 
presentado la solicitud a que se refiere el párrafo 1 del artículo 179 del mismo ordenamiento. 

24. Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 176, párrafo 1 del Código de la materia, el Instituto 
Federal Electoral debe incluir a los ciudadanos en las secciones del Registro Federal de Electores y 
expedirles la Credencial para Votar. 

25. Que la Credencial para Votar es el documento indispensable para que los ciudadanos puedan ejercer 
su derecho de voto, de conformidad con lo previsto en el artículo 176, párrafo 2 del Código  
Comicial Federal. 

26. Que el artículo 179 del Código de la materia, indica que para la incorporación al Padrón Electoral se 
requerirá solicitud individual en que consten firma, huellas dactilares y fotografía del ciudadano, en 
los términos del artículo 184 del presente Código. Con base en esa solicitud la Dirección Ejecutiva 
del Registro Federal de Electores expedirá la correspondiente Credencial para Votar. 

27. Que de conformidad con el artículo 180, párrafo 1 del Código Electoral Federal, los ciudadanos 
tendrán la obligación de acudir a las oficinas o módulos que determine el Instituto Federal Electoral, a 
fin de solicitar y obtener su Credencial para Votar con fotografía. 

28. Que artículo 182 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, mandata que a fin 
de actualizar el Catálogo General de Electores y el Padrón Electoral, el Instituto, a través de la 
Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores realizará anualmente, a partir del día 1o. de 
octubre y hasta el 15 de enero siguiente, una campaña anual intensa para convocar a la ciudadanía 
a que acuda a los Módulos de Atención Ciudadana para actualizar su situación registral. 

29. Que el artículo 184, párrafo 1 de la ley federal electoral, señala que la solicitud de incorporación al 
Catálogo General de Electores podrá servir para la inscripción de los ciudadanos en el  
Padrón Electoral. 

30. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 200, párrafos 1 y 2 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, la Credencial para Votar deberá contener, cuando menos, 
los siguientes datos del elector: Entidad Federativa, Municipio y Localidad que corresponden al 
domicilio; sección electoral en donde deberá votar el ciudadano; apellido paterno, apellido materno y 
nombre completo; domicilio; sexo; edad y año de registro; firma, huella digital y fotografía del elector; 
Clave de registro; y Clave Única del Registro de Población. Además tendrá, espacios necesarios 
para marcar año y elección de que se trate; firma impresa del Secretario Ejecutivo del Instituto 
Federal Electoral; año de emisión; y año en que expira su vigencia. 

31. Que el artículo 200, párrafo 4 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
señala que la Credencial para Votar tendrá una vigencia de 10 años, contados a partir del año de su 
emisión, a cuyo término el ciudadano deberá solicitar una nueva credencial. 
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32. Que el artículo Cuarto Transitorio del Decreto que reforma y adiciona disposiciones de la Ley General 
de Población, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de julio de 1992, establece, en su 
parte final, lo siguiente: 

“… 

En el establecimiento del Registro Nacional de Ciudadanos se utilizará la información 
que proporcionará el Instituto Federal Electoral proveniente del Padrón Electoral y de 
la base de datos e imágenes obtenidas con motivo de la expedición y entrega de la 
Credencial para Votar con fotografía prevista en el artículo 164 en el Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales. En tanto no se expida la cédula de 
identidad ciudadana, esta credencial podrá servir como medio de identificación 
personal en trámites administrativos de acuerdo a los convenios que para tal efecto 
suscriba la autoridad electoral. 

33. Que este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo CG732/2012, modificar el modelo de la 
Credencial para Votar que la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores expide a los 
ciudadanos en cumplimiento a las disposiciones legales. 

34. Que el Consejo General aprobó, mediante Acuerdo CG84/2013, mantener los datos de calle, número 
exterior, número interior del domicilio de los ciudadanos, de manera visible en la Credencial 
para Votar. 

35. Que el representante propietario del Partido Acción Nacional acreditado ante este órgano máximo de 
dirección, por conducto de la Secretaría Ejecutiva del Instituto Federal Electoral, interpuso recurso de 
apelación, a fin de controvertir el Acuerdo CG84/2013. 

36. Que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, resolvió el recurso de 
Apelación No. SUP-RAP-37/2013, interpuesto por el Partido Acción Nacional, en contra del Acuerdo 
CG84/2013. 

37. Que la Sala Superior del Tribunal referido, en el Punto Resolutivo Único de dicha sentencia, ordenó 
revocar el Acuerdo CG84/2013, emitido por este Consejo General. 

38. Que en la parte considerativa de la citada Resolución, la Sala Superior del propio Tribunal, revocó el 
Acuerdo impugnado para que en plenitud de atribuciones, este Consejo General determinara de 
manera debidamente fundada y motivada, luego de llevar a cabo un ejercicio de ponderación, si en el 
nuevo modelo para la Credencial para Votar, se deben mantener visibles los datos del domicilio 
completo del elector, o en su caso, es factible encriptarlos o codificarlos. 

39. Que en la citada Resolución, la Sala Superior afirmó que en el Acuerdo CG84/2013 se plasmaron de 
manera destacada cuales fueron los elementos sustraídos del estudio técnico jurídico de viabilidad 
que en su momento se ordenó implementar1, que llevaron al Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, a concluir que desde su perspectiva, lo idóneo resulta mantener visible en la Credencial 
para Votar con fotografía, el dato completo del domicilio del elector; sin embargo, en el mismo se 
dejaron de examinar los elementos derivados del estudio técnico jurídico, referentes a la inviabilidad 
de mantener a la vista en la Credencial para Votar los datos del domicilio completo del ciudadano, y 
que tampoco se plasmaron las consideraciones respecto del derecho a la autodeterminación de los 
ciudadanos sobre su información privada. 

 En consecuencia, la Sala Superior estimó que, examinado de manera integral, el Acuerdo revocado 
desatendió el mandato de debida motivación, ya que el análisis de tales aspectos, habría servido 
para establecer un balance entre los dos valores en análisis: a) Utilidad funcional de la credencial de 
elector mediante los datos visibles del domicilio –calle, número exterior e interior- y, b) protección a 
los datos personales por autodeterminación del ciudadano. 

                                                 
1 Refiriéndose al: “Estudio técnico y jurídico sobre la viabilidad de la inclusión o no, de la calle, número interior y exterior, de manera impresa 
en el cuerpo de la Credencial para Votar”. 
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 Por lo anterior, el Tribunal ordenó que se revocara el Acuerdo para fundamentarse y motivarse 
adecuadamente y decidir si los datos deben incorporarse de manera visibles o cifrados, llevando a 
cabo una ponderación sobre la utilidad funcional de la credencial de elector, y su relación con los 
datos de calles y número exterior e interior del domicilio; así como la protección de datos personales 
en términos del derecho a la autodeterminación informativa del ciudadano. 

40. Que como consecuencia de lo anterior, la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, 
elaboró el “Estudio que presenta la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores a la 
Comisión del Registro Federal de Electores sobre los datos de calle, número interior y exterior del 
domicilio de la CPV, para brindar elementos para el análisis del cumplimiento de la sentencia  
del TEPJF SUP-RAP-37/2013”, mismo que fue presentado a la Comisión del Registro Federal de 
Electores. 

41. Que en este estudio se realiza un análisis normativo de las obligaciones del Instituto Federal 
Electoral en materia de protección de datos personales. 

 En este sentido, se señala que en el caso del Instituto Federal Electoral, el artículo 36 del 
Reglamento del Instituto Federal Electoral en materia de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental  establece que en el tratamiento de datos personales se deberán observar 
los principios de licitud, calidad de los datos, información al titular, consentimiento, seguridad, 
confidencialidad y finalidad. 

 Asimismo, que el Reglamento del Instituto Federal Electoral en materia de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública Gubernamental, establece que los Datos Personales son información 
concerniente a una persona física, identificada o identificable, entre otra, la relativa a su origen étnico 
o racial, o que esté referida a las características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y 
familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, creencias o 
convicciones religiosas o filosóficas, el estado de salud físico o mental, las preferencias sexuales, u 
otras análogas que afecten su intimidad (artículo 2 párrafo 1 fracción XVII del citado Reglamento). 

 Además, este estudio muestra que los deberes, prohibiciones y principios fundacionales de los 
mecanismos de protección vinculados con los Datos Personales conforman un modelo legal de 
salvaguarda que se rige, aunque con repercusiones distintas, bajo un gran principio rector o conjunto 
de instrumentos normativos: la autodeterminación informativa. 

42. Que en este sentido, en el estudio referenciado se analiza que la protección de datos personales 
garantiza al titular un poder de control sobre su uso y destino, con el propósito de impedir su tráfico 
ilícito y lesivo para la dignidad y el derecho del afectado y que el derecho fundamental de 
autodeterminación informativa, implica la prerrogativa que todo individuo tiene frente a cualquier ente 
público o privado, de que no se inmiscuyan sin autorización expresa de él mismo o por mandato de 
ley o jurisdiccional, en los señalados aspectos de su personalidad que no son públicos. 

 Además, establece que el objeto de la protección jurídica de los datos personales, como derecho 
público, se convierte en una garantía oponible por los ciudadanos al poder estatal, respecto de 
aquellos que se le reconocen como íntimos, y los autoriza a restringir el conocimiento o difusión  
de los mismos o su uso por terceros, al constituir información esencialmente confidencial, ya que 
compete a cada individuo disponer de los datos que corresponden a su ámbito intimo tornándolos 
“sensibles” a su difusión por cualquier persona. 

43. Que en el estudio se retoma lo señalado por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
en el sentido de que este Consejo General cuenta con atribuciones para tomar Acuerdos que tiendan 
a instrumentar la validez temporal, el uso y sustitución de un determinado formato de Credencial para 
Votar con fotografía. En relación con lo anterior, analiza también que en términos de la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos2, todas las autoridades administrativas, en el ámbito 

                                                 
2 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011. 
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de sus respectivas competencias, deben interpretar los derechos fundamentales establecidos en la 
Constitución y en los Tratados internacionales, de la manera en que más beneficien a las personas 
(principio pro persona). 

44. Que finalmente, el estudio referido, señala que no existe impedimento legal o técnico a que los datos 
de calle, números exterior e interior se incorporen de manera cifrada en la Credencial para Votar. Por 
el contrario, el estudio muestra que la visibilidad y legibilidad de estos datos en la credencial no es 
necesaria para ninguna de las dos funciones legales de la credencial: votar e identificarse. 

45. Que en atención a lo ordenado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación en la sentencia que por esta vía se acata, para motivar adecuadamente su decisión, este 
Consejo General debe ponderar los resultados del estudio técnico y jurídico que realizó la Dirección 
Ejecutiva del Registro Federal de Electores por mandato del Acuerdo CG733/2012 referentes tanto a 
la viabilidad, como a la inviabilidad de la inclusión de los datos referidos del domicilio en la Credencial 
para Votar, a la luz del derecho a la autodeterminación de los ciudadanos sobre su  
información privada. 

 En este sentido, los elementos del estudio de referencia que deben ser analizados por este Consejo 
General son los siguientes: 

• La encuesta nacional reveló que 49.7% de los ciudadanos prefieren que los datos de calle, 
número exterior y número interior se presenten de forma visible en la Credencial para Votar3, 
mientras que el 32.2% manifestó que prefiere que estos datos se oculten4. La prevalencia de la 
visibilidad de los datos de referencia se acentúa en zonas no urbanas, en donde el porcentaje de 
ciudadanos a favor de esta alternativa alcanza el 60.7%. 

• De las 134 instituciones públicas y/o privadas consultadas, se recibieron 83 respuestas, de las 
cuales se advierte lo siguiente: 

- Existen 40 instituciones que no utilizan los datos de calle, número exterior e interior 
contenidos en la Credencial para Votar como requisito para los trámites que los ciudadanos 
realizan ante ellas, por lo que les resulta indistinto la incorporación visible u oculta en el 
referido instrumento electoral. 

- Existen 24 instituciones que requieren los datos de calle, número exterior e interior para 
realizar trámites ante ellas; sin embargo, estarían dispuestas a utilizar algún dispositivo o 
aplicativo para tener acceso a estos datos. 

-  Existen 18 instituciones que requieren los datos de calle, número exterior y número interior 
de manera visible en la Credencial para Votar, para la realización de trámites 
administrativos ante ellas y no les son suficientes el resto de los datos que componen el 
domicilio del instrumento electoral y tampoco estarían dispuestos a utilizar algún dispositivo 
o aplicativo para tener acceso a estos datos. 

• El Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos consideró que la inclusión 
visible de los datos de la calle, número exterior y número interior en la Credencial para Votar no 
pone en riesgo la protección de los datos personales del ciudadano, “en tanto se genere para el 
ciudadano información suficiente sobre la importancia de los datos ahí contenidos para que 
estos adopten ciertas medidas elementales de cuidado y en tanto se propicie una cultura de 
cuidado responsable para toda persona que en el desarrollo de actividades legitimas posea 
datos de la credencial para votar”. 

                                                 
3 Las razones para ello son las siguientes: para realizar trámites (18.9%), para identificarse (15.9%), lo considera necesario (14.9%), para 
poder notificar emergencias (13.5%), para que alguna institución o persona pueda localizar su domicilio (11.4%) y para utilizarla como 
comprobante de domicilio (10.4%).  
4 Señalando como razones para estimarlo así: por seguridad (72.6%) y por privacidad o protección de sus datos (23.9%).  
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• Agregó, que de acuerdo con el artículo 20, fracción II de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental, los sujetos “obligados” son los responsables de 
los datos personales y deberán tratarlos sólo cuando sea adecuado, pertinente y no excesivo, en 
relación con los propósitos para los cuates se obtienen, de ahí que con relación a la Credencial 
para Votar el Instituto Federal Electoral debe ser particularmente cuidadoso de la observancia 
del mandato legal.  

• De las consultas a Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas del Instituto Federal Electoral se 
desprendió la información siguiente: 

-  La Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y Educación Cívica señaló que en las 
visitas, notificación y capacitación de los ciudadanos sorteados se requiere que el 
Capacitador Asistente identifique plenamente al ciudadano y su domicilio para contar con 
datos confiables y certeros. 

 En este sentido, la eventual codificación o cifrado de los datos de calle, número exterior y 
número interior en la Credencial para Votar podría afectar las atribuciones y procedimientos 
de la Dirección Ejecutiva de Capacitación y Educación Cívica, sin que sea viable la 
utilización de dispositivos y/o aplicativos, como lectores de códigos, en las actividades de 
notificación, visita y capacitación de los ciudadanos insaculados, durante los Procesos 
Electorales Federales. 

-  La Dirección Jurídica indicó que corresponde al Instituto Federal Electoral garantizar la 
confidencialidad de los datos personales contenidos en el Padrón Electoral a partir del cual 
se generan instrumentos electorales como la Lista Nominal de Electores o la propia 
Credencial para Votar. Sin embargo, en el caso de la utilización de la Credencial para Votar, 
como medio de identificación, señaló que “queda fuera del alcance de esta autoridad vigilar 
la protección de esos datos personales, cuando el titular proporciona su credencial como 
identificación frente a terceros ajenos al IFE”. 

 En relación con lo anterior, precisó que no existe disposición que impida cifrar el dato del 
domicilio, porque si bien éste se establece como uno de los elementos que debe contener la 
credencial para votar, el ordenamiento omite señalar con que elementos se debe integrar 
dicha referencia y la forma en que debe imprimirse, aunque los datos que se pretenden 
suprimir son necesarios para poder localizar a una persona porque ese es el objeto del 
domicilio. 

• Las instituciones especializadas en el estudio del derecho se pronunciaron a favor de la inclusión 
codificada o cifrada de la calle, número exterior y número interior en la Credencial para Votar, 
por motivos de seguridad y de protección a los datos personales, así como por la falta de utilidad 
de dicha información en la identificación de los ciudadanos. 

• La Doctora Celia Palacios Mora, integrante del Comité Técnico para el Seguimiento y Evaluación 
de los Trabajos de Redistritación del Instituto, consideró que el domicilio es un dato personal y 
que el ciudadano deberá decidir a quién y cómo se la proporciona, y que no tendrá ningún 
impacto negativo en la codificación de ese dato en la Credencial para Votar. 

• En la encuesta abierta disponible en la página de Internet del Instituto, el 57% de los 5,461 
participantes consideró que estos datos deberían ocultarse en la Credencial para Votar. Por su 
parte, el 43% de los participantes opinó que los mismos deberían mantenerse visibles. 

46. Que tomando en consideración los elementos anteriores y en atención a que la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ordenó que este Consejo General llevara a 
cabo un ejercicio de ponderación sobre los elementos del estudio con relación a la funcionalidad de 
los datos en cuestión, debe señalarse lo siguiente: 
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 El artículo 200.1 del COFIPE establece que entre los datos mínimos que debe contener la credencial 
para votar está “d) Domicilio”. Sobre este punto, la Sala Superior en su Resolución SUP-RAP-
525/2012, precisó que este artículo “no prevé de manera específica la forma en que deberá 
incorporarse la información relativa al domicilio de la credencial”, y un principio de derecho es que 
“en donde la ley no distingue no cabe distinguir”. Al respecto, debe destacarse que incluir los datos 
en cuestión de forma visible en la credencial para votar sin una consulta previa a las y los 
ciudadanos, los obliga a proporcionar su domicilio, que es un dato personal, cada vez que se 
identifican ante cualquier instancia pública o privada, utilizando el instrumento que esta  
autoridad emite. 

 Es decir, con una determinación de esta naturaleza no se cumplirían con los principios de 
maximización, indivisibilidad y progresividad en materia de derechos humanos, en contravención a lo 
dispuesto en los artículos 1 °, 6º, y 16 de la Constitución, en cuanto al resguardo de los datos 
personales de las y los ciudadanos. Ahora bien, ningún derecho es absoluto, pero su restricción 
puede ocurrir sólo para la consecución de fines constitucionalmente válidos. 

 Los fines constitucionalmente válidos de la credencial para votar son sufragar y acreditar la identidad. 
Para la función electoral, se deben recabar los datos completos de los ciudadanos para ubicar su 
residencia dentro de un distrito y una sección determinados en la Lista Nominal de Electores. Sin 
embargo, no es necesario que aparezca la calle y números exterior e interior del domicilio de modo 
visible en la credencial puesto que durante la Jornada Electoral, los ciudadanos deben sólo acreditar 
su identidad (mostrando los datos de identidad: fotografía, nombre y apellidos, edad) frente a los 
funcionarios de casilla y comprobar que están en la Lista Nominal. Asimismo, deben comprobar que 
la casilla es la que les corresponde, lo que se logra identificando el registro en la Lista Nominal y para 
ubicar la casilla se requiere sólo el número de sección que aparece en la credencial. 

 Para el segundo fin constitucionalmente válido de la credencial, como medio de identificación (en 
términos del artículo Cuarto Transitorio del Decreto que reforma y adiciona disposiciones de la Ley 
General de Población, publicado en 1992, le otorgó esta función legal a la credencial), tampoco es 
necesario que se incluyan de manera visible los datos referidos. Los pasaportes y cédulas 
profesionales, por ejemplo, sirven de identificación oficial y no presentan los datos del domicilio. 
Incluso el legislador, al contemplar los datos mínimos con los que contaría la Cédula de Identificación 
Ciudadana en el artículo 107 de la Ley General de Población, no estipuló que aparecieran los datos 
del domicilio y sólo estableció que los datos mínimos fueran: nombre(s), apellidos, Clave Única de 
Registro de Población, fotografía, lugar y fecha de nacimiento, y firma y huella dactilar. 

 Es decir, de un análisis de los fines constitucionalmente válidos de la credencial (votar e 
identificarse), se desprende que la inclusión visible de la calle y números exterior e interior sin una 
consulta previa a las y los ciudadanos, no cumple con el principio de necesidad, es decir, sí conllevan 
alguna afectación a la protección de datos personales, sin que esta afectación sea necesaria para 
fines constitucionalmente válidos. 

 En relación con lo anterior, si bien el “Estudio técnico y jurídico sobre la viabilidad de la inclusión o 
no, de la calle, número interior y exterior, de manera impresa en el cuerpo de la credencial para 
votar” ordenado mediante el Acuerdo CG734/2012, muestra que los datos en cuestión del domicilio 
en la credencial son usados por ciudadanos y algunas instituciones públicas y privadas para realizar 
trámites que requieren conocer el  lugar donde reside el ciudadano, este no es un fin 
constitucionalmente válido de la credencial y, por lo tanto, no puede justificar la limitación de un 
derecho fundamental, como el de la protección de datos personales sin una consulta previa a las y 
los ciudadanos. Además, existen un sinnúmero de documentos que pueden utilizarse para acreditar 
el domicilio, que son idóneos para este fin y más apropiados que la credencial (por ejemplo, el recibo 
del pago de predial, de luz, de agua, etcétera). En este sentido, no existe un fundamento jurídico en 
el que se establezca como función de la credencial para votar la de ser un comprobante de domicilio. 
Y aún si se usara de esta manera, no cumpliría con el principio de idoneidad dada la vigencia de diez 
años de la credencial, lo cual posibilita que este dato no esté actualizado. 
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 De esta forma, la inclusión generalizada de estos datos de manera visible, al no ser necesarios para 
la identificación o para el sufragio, no cumpliría con el principio de proporcionalidad puesto que el 
sacrificio de la protección de los datos personales no guarda relación con los beneficios que otorga la 
inclusión de los datos referidos de manera visible ya que el beneficio que su inclusión visible trae no 
es un fin con sustento legal. 

 Al analizarse los elementos que arroja el estudio jurídico y técnico, se puede colegir que los 
elementos referentes a la inclusión de manera visible los datos del domicilio, se sustentan en  
la utilidad de estos datos para comprobar el domicilio o para realizar “trámites”. Por ejemplo, la 
respuesta más frecuente en la encuesta de representatividad nacional de los ciudadanos que 
preferían la inclusión visible fue “para realizar trámites (casi uno de cada cinco del 49.7% que refirió 
preferir incluir los datos referidos de manera visible); asimismo, 18 instituciones de 134 respondieron 
que requieren de los datos en cuestión para trámites y servicios a ciudadanos. 

 Por el otro lado, los elementos del estudio que refieren a la inclusión cifrada de los datos de calle y 
números exterior e interior del domicilio se sustentan en la seguridad de los individuos y en  
la protección de datos personales, aduciendo que es información superflua para los fines de la 
credencial. De este modo, por ejemplo, las instituciones especializadas en el estudio del derecho se 
pronunciaron a favor de la inclusión codificada o cifrada de la calle, número exterior y número interior 
en la Credencial para Votar, por motivos de seguridad y de protección a los datos personales, así 
como por la falta de utilidad de dicha información en la identificación de los ciudadanos. La Dra. Celia 
Palacios Mora, consideró que el domicilio es un dato personal y que el ciudadano deberá decidir a 
quién y cómo se la proporciona, y que no tendrá ningún impacto negativo en la codificación de ese 
dato en la Credencial para Votar. Asimismo, entre los ciudadanos entrevistados en la encuesta con 
representatividad nacional, la vasta mayoría del 32.2% que respondieron preferir los datos cifrados 
señaló esto por razones de seguridad. 

 Ponderados los elementos que arroja el estudio jurídico y técnico sobre la modalidad de inclusión de 
los datos del domicilio en la credencial a la luz de las funciones de la credencial, se desprende que 
las razones que sustentan la inclusión visible no cumplen con una finalidad sustentada en la 
constitución o en la ley y, por tanto, incumplen con los principios de necesidad, idoneidad y 
proporcionalidad. Los elementos que arroja el mismo estudio para la modalidad de inclusión cifrada, 
en cuanto a las funciones de la credencial, en cambio, tienen un sustento en la protección de datos 
personales de los ciudadanos y son de acorde al principio pro persona según el cual la autoridad 
debe interpretar las disposiciones de modo tal que maximice los derechos de los ciudadanos. 

47. Que de acorde a las funciones legalmente estipuladas de la credencial y al hecho de que no es una 
finalidad con sustento legal que la credencial sea usada como comprobante de domicilio, su inclusión 
visible, sin una consulta previa a las y los ciudadanos, representa una desprotección de datos 
personales debido a la circulación tan extensa de la credencial. 

48.  Que aunado a lo anterior, y tomando en consideración que el Tribunal ordenó un balance integral de 
que tomara en cuenta no sólo las funciones de la credencial, sino también el derecho a la 
autodeterminación informativa de los ciudadanos para motivar la decisión respecto a la modalidad de 
inclusión de los datos referidos, resulta relevante destacar que el derecho la autodeterminación 
informativa se refiere a la prerrogativa que todo individuo tiene frente a cualquier ente público o 
privado, de que no se inmiscuyan sin autorización expresa de él mismo o por mandato de ley o 
jurisdiccional, en los señalados aspectos de su personalidad que no son públicos sino que 
pertenecen a su entorno privado, para conocerlos, conservarlos, procesarlos y/o transmitirlos, 
independientemente de que dicha acción le pueda causar o no alguna molestia. 

49. Que en este sentido, a la luz de la obligación que establece el artículo 1 de la Constitución de que 
toda autoridad interprete las disposiciones normativas conforme al principio pro persona, de modo tal 
que frente a una disyuntiva de interpretación en donde existan dos o más opciones legalmente 
válidas, deba optar siempre por aquélla que potencie más los derechos fundamentales, este Consejo 
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General determina también que el Ciudadano, en ejercicio de su derecho a la autodeterminación 
informativa, podrá determinar que los datos referentes a la calle y números exterior e interior de su 
domicilio aparezcan de manera visible al anverso de su Credencial para Votar, siempre y cuando así 
se lo exprese al Instituto Federal Electoral de manera explícita y por escrito. 

50. Que darle la opción al ciudadano de incluir o no de manera visible en la Credencial para Votar sus 
datos de calle, número exterior y número interior,  implica una solución que es idónea, en razón de 
que asegura un balance entre el fin pretendido y la forma objetiva para su logro o consecución, es 
decir, la Credencial para Votar cumple con sus fines de instrumento electoral y medio de 
identificación del ciudadano; es necesaria, en virtud de que dicha medida no vulnera la protección  
de los Datos Personales del ciudadano puesto que es el propio ciudadano el que determina su 
aparición visible o no en la Credencial para Votar; y es proporcional, debido a que la medida es 
correspondiente, respeta la relación entre la equivalencia del fin buscado y los efectos perjudiciales 
que pudiera producir en otros derechos e intereses constitucionales, toda vez que es entregada a su 
titular quien es el responsable de su uso, manejo y disposición y entrega de los datos que contiene o, 
en su caso, se le otorga al ciudadano la decisión de decidir sobre la aparición visible o no de los 
datos de calle, número exterior y número interior de su domicilio. 

51. Que en el ejercicio de ponderación que realizó esta autoridad electoral a la luz del principio de 
autodeterminación, se concluyó que conforme a las atribuciones constitucionales y legales que 
regulan su actuación y que constituyen la base jurídica de sus actividades, está obligado a establecer 
las condiciones necesarias que permitan al ciudadano decidir sobre la incorporación visible o no de 
los datos de calle, número exterior y número interior de su domicilio en la Credencial para Votar. 

52. Que este Instituto, atento a la protección de derechos humanos consagrados en el texto 
constitucional, no transgrede la protección de datos personales al incluirlos de manera visible en el 
cuerpo de la Credencial para Votar, si ello deriva del consentimiento expreso y por escrito del propio 
ciudadano, toda vez que no constituye por sí mismo un acto con el que el Instituto Federal Electoral 
difunda los datos personales de los ciudadanos inscritos en el Padrón Electoral y, por otro lado, los 
incorpora de manera cifrada para los fines del propio Instituto, ya que en ambos casos maximiza los 
derechos político-electorales del ciudadano. 

53. Que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación se pronunció en el SUP-RAP-109/2010, 
que el Consejo General del Instituto Federal Electoral, en lo que atañe al ámbito federal, cuenta con 
facultades para tomar Acuerdos que tiendan a instrumentar la validez temporal, el uso y sustitución 
de un determinado formato de Credencial para Votar e inclusive para generar los Acuerdos 
pertinentes tendientes a inhibir el uso de esas credenciales como medio de identificación oficial. 

54. Que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha sostenido, en el SUP-RAP-525/2012, 
que acorde con el artículo 41, Base V de la Constitución General de la República, el Instituto Federal 
Electoral goza de plena independencia y autonomía en la toma de sus determinaciones, y tiene a su 
cargo en forma integral y directa, entre otras, las actividades relativas al Padrón Electoral y Lista 
Nominal de Electores y en consecuencia es adecuado que en ejercicio de su autonomía determine 
que el ciudadano decida respecto de la inclusión de la calle, número interior y exterior de su 
domicilio, de manera visible o bien, se incluya de manera cifrada en la Credencial para Votar. 

55. Que en razón de lo expuesto, considerando que este Consejo General tiene la atribución de 
determinar el modelo de la Credencial para Votar, se estima pertinente que este Consejo General 
apruebe que se consulte de forma expresa y por escrito a los ciudadanos sobre la 
incorporación visible de los datos de Calle, Número Exterior y Número Interior del domicilio en 
el anverso de la Credencial para Votar y, que en todos los casos, dichos datos se incluyan de 
forma cifrada en el reverso de la misma, para los fines del propio Instituto. 

56. Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 117, párrafo 1; 119, párrafo 1, inciso p) y 120, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, este Consejo 
General considera conveniente que el Consejero Presidente instruya a la Secretaría Ejecutiva a 
efecto de que provea lo necesario para que el presente Acuerdo sea publicado en el Diario Oficial de 
la Federación. 
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En razón de lo expuesto y con fundamento en los artículos 1, párrafos primero, segundo y tercero; 
artículo 6, párrafo primero, Base II; artículo 16, párrafos primero y segundo; 34; 35, fracciones I y II; 36, 
fracciones I y III; 39; 41, Base V, párrafos primero y noveno; 99 párrafo 1; 105 fracción II; Segundo Transitorio 
del Decreto de fecha 4 de abril de 1990 por el que se reformaron y adicionaron diversos artículos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 12 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos; artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José); 
artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo V de la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre; 1, párrafo 1; 3, párrafo 2; 104; 105, párrafos 1, incisos a), d) y f) y 2; 106, 
párrafo 1; 107, párrafo 1; 109; 117 párrafo 1 118, párrafo 1, incisos j), ll) y z); 119 párrafo 1, inciso p); 120 
párrafo 1, inciso k); 128, párrafo 1, incisos d), e) y f); 171, párrafos 1, 2; 173 párrafo 2; 175, párrafo 1; 176 
párrafos 1 y 2; 179 párrafo 1, 180, párrafos 1, 2 y 4; 182; 184, párrafo 1; 200, párrafos 1, 2 y 4 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; Cuarto Transitorio del Decreto que reforma y adiciona 
disposiciones de la Ley General de Población, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de julio de 
1992; Resoluciones SUP-RAP-109/2010 y SUP-RAP-525/2012 del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación; este Consejo General en ejercicio de las facultades que le otorga el artículo 118, párrafo 1, inciso 
ll) del Código de la materia, emite el siguiente: 

ACUERDO 

Primero. Se determina consultar por escrito a los ciudadanos sobre la incorporación visible de los datos 
de Calle, Número Exterior y Número Interior del domicilio en el anverso de la Credencial para Votar y, que en 
todos los casos, dichos datos se incluyan de forma cifrada en el reverso de la misma, en acatamiento a lo 
ordenado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la Resolución del 
Recurso de Apelación con número de expediente SUP-RAP-37/2013, acorde al estudio presentado por la 
Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, el cual se acompaña al presente y forma parte integral 
del mismo. 

Segundo. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores para que en 
coadyuvancia con la Comisión Nacional de Vigilancia realice la modificación del Formato Único de 
Actualización y Recibo, para que de manera clara e indubitable en el referido Formato se exprese la voluntad 
del ciudadano, respecto de la incorporación visible no, de los datos de calle, número exterior e interior de su 
domicilio de la Credencial para Votar. 

Tercero. El presente Acuerdo entrará en vigor a los 90 días naturales posteriores a su aprobación. 

Cuarto. Infórmese a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, dentro del 
término de 24 horas siguientes a la aprobación de este Acuerdo, el cumplimiento dado por esta vía a la 
Sentencia recaída al Recurso de Apelación con número de expediente SUP-RAP37/2013, de fecha 29 de 
mayo de 2013. 

Quinto. Hágase del conocimiento de los integrantes de la Comisión Nacional de Vigilancia lo acordado por 
este Consejo General. 

Sexto. Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 23 de 
octubre de dos mil trece, por seis votos a favor de los Consejeros Electorales, Maestro Marco Antonio Baños 
Martínez, Doctora María Macarita Elizondo Gasperín, Maestro Alfredo Figueroa Fernández, Doctor Francisco 
Javier Guerrero Aguirre, Doctor Benito Nacif Hernández y el Consejero Presidente, Doctor Leonardo Valdés 
Zurita, y dos votos en contra de los Consejeros Electorales, Doctor Lorenzo Córdova Vianello y Doctora María 
Marván Laborde. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Leonardo Valdés Zurita.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 
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Voto particular emitido por los Consejeros María Marván Laborde y Lorenzo Córdova Vianello en 
contra del Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral por el que se aprueba que se 
consulte de forma expresa y por escrito a los ciudadanos sobre la incorporación visible de los datos 
de Calle, Número Exterior y Número Interior del domicilio contenidos en la Credencial para Votar, y, 
que en todos los casos, dichos datos se incluyan de forma cifrada en el reverso de la misma, en 
acatamiento a lo ordenado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, en la resolución del Recurso de Apelación con número de expediente SUP-RAP-37/2013. 

Con fundamento en lo establecido en el artículo 25, párrafo quinto, del Reglamento de Sesiones del 

Consejo General del Instituto Federal Electoral, formulamos el presente voto particular para separarnos de la 

posición adoptada por la mayoría de los Consejeros Electorales para aprobar la consulta sobre la 

incorporación del domicilio contenido en la Credencial para Votar (CPV). 

La esencia de nuestro disenso radica en dos aspectos: 

1. Las razones que sostienen la determinación adoptada, debido a que el enfoque del planteamiento 

parte de premisas inexactas que llevan a resultados igualmente erróneos: 

a. Que no existe impedimento legal o técnico para que los datos de calle, números exterior e 

interior, se incorporen de manera cifrada en la CPV. Y que, por el contrario, la visibilidad y 

legibilidad de estos datos en la credencial no es necesaria para ninguna de las dos funciones 

legales de la credencial: votar e identificarse 

b. Que incluir los datos en cuestión de forma visible en la CPV, sin una consulta previa a las y los 

ciudadanos, los obliga a proporcionar su domicilio a cualquier instancia pública o privada cada 

vez que se identifican con este instrumento y, por ende, se afecta el derecho a la protección de 

sus datos personales. 

c. Que inclusión de los datos del domicilio en la credencial no tiene un fin constitucionalmente 

valido y, por tanto, incumplen con los principios de necesidad, idoneidad y proporcionalidad. 

2. La ausencia de método para realizar el ejercicio de ponderación que respalda esas conclusiones. 

El desacierto del método y las conclusiones debe mirarse a partir de un análisis integral de las 

circunstancias que rodean el caso: el origen del acuerdo, los alcances del ejercicio de ponderación, las 

premisas constitucionales y el itinerario de ese balance y los puntos nodales de disenso. 

Origen del acuerdo 

El acuerdo aprobado acata una resolución de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, dictada en el SUP-RAP 37/2013, cuyos alcances se pueden sintetizar de la siguiente manera: 

a) Establecer un balance entre dos valores de análisis: a) utilidad funcional de la credencial de elector 

mediante los datos visibles del domicilio y b) protección de datos personales por autodeterminación 

informativa. 

b) Ponderar para resolver la disyuntiva entre mantener visibles en la CPV los datos confidenciales  

–domicilio–, o bien, optar por encriptarlo o codificarlo mediante la tecnología. 

c) Establecer –a través de ese ejercicio de ponderación– por qué razón esencial y de frente a la función 

primordial de la CPV, debe permanecer a la vista el dato del domicilio completo, o en su caso, cuál 

podría ser la medida idónea, necesaria y proporcional para modificar el formato de la CPV, sin 

desatender la protección de datos personales del ciudadano de índole confidencial.  
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La autoridad jurisdiccional determinó que esta autoridad administrativa debía motivar adecuadamente la 

decisión a través de un ejercicio de ponderación para resolver una disyuntiva en la determinación del formato 

de la CPV: incorporar de manera visible el domicilio o cifrarlo. 

Los alcances del ejercicio son, en principio, encontrar la razón esencial para la permanencia visible del 

domicilio  o, en caso contrario, la medida idónea, necesaria y proporcional que lleve a modificar el formato de 

la CPV. 

En otras palabras, la autoridad jurisdiccional no sugiere –siquiera entre líneas– que la visibilidad del 

domicilio represente una afectación al titular de los datos personales, únicamente plantea la necesidad de 

encontrar los motivos para su permanencia. Si éstos existen y se dejan patentes, habrá concluido el análisis.  

En caso contrario, deberá establecerse una medida de solución. 

Incluso, de la lectura integral de la sentencia, en momento alguno se advierte que la Sala Superior haya 

ordenado al Instituto Federal Electoral la emisión de un nuevo acuerdo protegiendo el derecho de los datos 

personales de los ciudadanos, sino al contrario, dejó que este órgano emitiera la determinación en plenitud de 

atribuciones atendiendo lo precisado en el párrafo anterior. 

Por ello, atendiendo a dicho mandato, bajo nuestro criterio existen razones esenciales para mantener 

visible el domicilio en la CPV, tal como se detalla a continuación. 

Alcances del ejercicio de ponderación 

La ponderación es un ejercicio propio de la argumentación de los derechos humanos o de los intereses 

constitucionales a través del cual se determina la validez de una norma secundaria o acto de aplicación, 

cuando detrás de ellos se identifica una colisión entre tales derechos o intereses. En este sentido, la 

ponderación no se refiere a la interpretación de la norma secundaria, sino que implica desentrañar el sentido 

de diversas normas constitucionales o internacionales –en el caso de los derechos humanos– como paso 

previo para solucionar la colisión, con base en el peso específico de los derechos o intereses involucrados en 

el caso particular. 

Un ejercicio de ponderación, siguiendo los precedentes de la Suprema Corte, la doctrina nacional e 

internacional, consistente en sopesar dos principios que entran en colisión en un caso concreto, para 

determinar cuál de ellos tiene un peso mayor en las circunstancias específicas, y por tanto, cuál de ellos 

determina la solución para el caso. Para ello, se ha desarrollado el siguiente esquema metodológico: 

1) En primer lugar, se deben identificar los derechos o intereses en debate para, posteriormente, 

determinar su contenido y alcance (netamente constitucional). 

a. Esto es, se debe identificar, primero, aquellos derechos o principios que parezcan estar limitados 

por la norma secundaria o acto de aplicación (en este caso, como se prevé, sería el principio de 

autodeterminación informativa o protección de datos personales). 

b. Luego, se deben identificar aquellos derechos o principios que sirvan de sustento o justificación 

a la supuesta limitación (en este caso, la funcionalidad de la credencial para votar, tanto como 

instrumento para el sufragio como medio de identidad, a la luz de la certeza y legalidad como 

principios rectores de la función electoral). 

2) Posteriormente, se debe delimitar la colisión o conflicto de intereses, esto es, identificar claramente 

cuál es la limitación que se busca ponderar para, finalmente, determinar la prevalencia de un derecho 

o interés a partir de su peso específico en el caso concreto. 
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3) Finalmente,  se debe determinar la prevalencia de un derecho o interés a partir de su peso específico 

en el caso concreto, bajo el análisis de tres requisitos: 

a. La restricción a un derecho constitucional debe ser admisible constitucionalmente, esto es, debe 

introducirse para la consecución de un objetivo contemplado en la Constitución; 

b. Debe ser una medida idónea, lo que implica que la restricción debe ser necesaria para la 

consecución del fin inicialmente propuesto, y 

c. Debe ser proporcional respecto a la afectación que hace en otros bienes o intereses 

constitucionales. 

La relevancia del ejercicio que la autoridad jurisdiccional ordena realizar radica en los aspectos de análisis: 

la utilidad funcional de la CPV (votar e identificarse) y la protección de datos personales a partir del principio 

de autodeterminación informativa.  

Esa ponderación implica abordar pasajes constitucionales de naturaleza y fines heterogéneos a partir de 

los cuales, preliminarmente, no es posible realizar un balance sin antes asumir que la existencia y evolución 

de la credencial de elector debe mirarse a la luz de los principios rectores de la función electoral: certeza y 

legalidad. 

Premisas constitucionales e itinerario del ejercicio de ponderación 

La vinculación entre la CPV y los principios de la función electoral, permite distinguir con precisión las 

premisas constitucionales relacionadas con el ejercicio de ponderación que debe realizarse y trazar 

metodológicamente su itinerario. 

Paso 1. Identificar los derechos o intereses que parecen estar limitados por la norma secundaria o acto de 

aplicación, además de su contenido y alcance. En este caso, el principio de autodeterminación informativa 

que guía el derecho a la protección de los datos personales constituye la premisa de racionalidad 

constitucional que servirá para determinar si se vulnera o se pone en riesgo la privacidad de los ciudadanos 

con la información personal que recaba y procesa el Instituto Federal Electoral en el trámite registral.  

 

a. Alcances del Principio pro persona 

A partir de un criterio hermenéutico fundamental para la protección efectiva de las personas, la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) mandata que todas las normas vinculadas 

con los derechos humanos deben interpretarse de manera que más favorezcan su protección (artículo 1º). 

Los alcances del texto constitucional se pueden delinear así: 

o Reconoce derechos humanos –acudiendo a sí misma y a los tratados internacionales– y prevé su 

restricción sólo en los casos que la propia CPEUM lo establezca. 

o Establece un criterio de interpretación expansivo –favorecedor– de las normas relativas a los 

derechos humanos en la búsqueda de la protección más amplia para las personas. 

o Impone a las autoridades la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos bajo principios de funcionamiento establecidos –universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. 

o Impone al Estado mexicano el deber de prevenir, investigar, sancionar y reparar violaciones de 

derechos humanos. 



Jueves 21 de noviembre de 2013 DIARIO OFICIAL (Segunda Sección)     79 

Las obligaciones de las autoridades se miran desde la lógica de los derechos en acción, esto es, la 

constante construcción de los derechos humanos, donde éstos no son vistos como meros postulados o límites 

estáticos, sino como una compleja red de interacciones hacia su interior y entre ellos.1 

De modo que los derechos humanos no son sólo derechos subjetivos protegidos por el ordenamiento 

jurídico, sino que también constituyen el sustento y la finalidad de toda estructura estatal.2 

Ahora bien, aun cuando se reconoce que por mandato constitucional (artículo 1º) el principio pro persona 

rige la interpretación y aplicación de los derechos humanos por parte de las autoridades, dicho ordenamiento 

también establece lo siguiente: 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 

para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo 
en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

Incluso, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido, mutatis mutandi tratándose de 

derechos políticos, lo siguiente: 

174. Salvo algunos derechos que no pueden ser restringidos bajo ninguna 
circunstancia, como el derecho a no ser objeto de tortura o de tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, los derechos humanos no son absolutos. 

Como lo ha establecido anteriormente el Tribunal, la previsión y aplicación de 

requisitos para ejercitar los derechos políticos no constituyen, per se, una restricción 

indebida a los derechos políticos. Sin embargo, la facultad de los Estados de regular 

o restringir los derechos no es discrecional, sino que está limitada por el derecho 

internacional que exige el cumplimiento de determinadas exigencias que de no ser 

respetadas transforma la restricción en ilegítima y contraria a la Convención 

Americana. Conforme a lo establecido en el artículo 29.a in fine de dicho tratado 

ninguna norma de la Convención puede ser interpretada en sentido de limitar los 

derechos en mayor medida que la prevista en ella. 

Lo anterior, sirve para evidenciar que aunque las autoridades tienen la obligación de potencializar el 

ejercicio de derechos fundamentales,  existe la posibilidad de establecer ciertas restricciones, siempre y 

cuando las mismas guarden proporcionalidad, idoneidad y necesidad respecto al fin perseguido. 

b. Protección de datos personales y principio de autodeterminación informativa 

La CPEUM establece la protección de la vida privada y los datos personales como uno de los principios 

del ejercicio del derecho de acceso a la información (artículo 6º apartado A fracción II). 

Además, la CPEUM prevé el derecho a la protección de los datos personales. Precisa que toda persona 

tiene derecho a la protección,  acceso, rectificación y cancelación de sus datos personales, así como a 

manifestar su oposición, en los términos que fije la ley (artículo 16 párrafo segundo). 
                                                 

1 VÁZQUEZ LUIS, Daniel y SERRANO, Sandra, Los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
Apuntes para su aplicación práctica, Biblioteca Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídica de la Universidad Nacional Autónoma de 
México, p. 136. Disponible en http://www.conatrib.org.mx/html/Paneles/Paneles/PanelIV_PrincipiosUniversalidad_Interdependencia_ 
IndivisibilidadProgresividad_SandraSerranoDanielVazquez.pdf  

2 MEDELLÍN URQUIAGA, Ximena, Principio pro persona, Reforma DH, Metodología para la enseñanza de la reforma constitucional 
en materia de derechos humanos, Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, Suprema Corte de Justicia de la Nación y Oficina en 
México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, México 2013, p. 18. 
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La vida privada y datos personales son núcleo de tutela de la autodeterminación informativa. 

Mientras la función genérica del derecho a la intimidad es la de proteger frente a cualquier invasión que 

pueda realizarse en aquel ámbito de la vida personal y familiar que la persona desea excluir del conocimiento 

ajeno y de las intromisiones de terceros en contra de su voluntad; la protección de datos personales garantiza 

a esa persona un poder de control sobre su uso y destino, con el propósito de impedir su tráfico ilícito y lesivo 

para la dignidad y el derecho del afectado. El primero faculta que se excluyan del conocimiento de los demás 

los datos de alguien y el segundo garantiza un poder de disposición.3 

El Poder Judicial de la Federación ha establecido criterios refiriéndose a la  autodeterminación de la 

información, cuyos alcances identifica como la posibilidad de elegir qué información de la esfera privada de la 

persona puede ser conocida o cuál debe permanecer en secreto, así como designar quién y bajo qué 

condiciones puede utilizar esa información.4 

Detrás de esa posibilidad se ha reconocido el derecho a la intimidad que impone a los poderes públicos, 

como a los particulares, diversas obligaciones: no difundir información de carácter personal entre los que se 

encuentran los datos personales, confidenciales, el secreto bancario e industrial y en general, no entrometerse 

en la vida privada de las personas; asimismo, el Estado a través de sus órganos debe adoptar todas las 

medidas tendientes a hacer efectiva la protección de este derecho.  

La incidencia del principio de autodeterminación informativa debe entenderse según las razones por las 

que se recaban datos personales y el ámbito de tratamiento. Lo que obliga a distinguir el espacio público del 

privado desde el enfoque de obtención y tratamiento de datos personales. 

Paso 2. Observar los derechos o intereses que sirvan de sustento o justificación a la supuesta limitación, 

además de su contenido y alcance. En este caso, los principios rectores que guían la función electoral (en 

específico el de legalidad y certeza) constituyen el parámetro de  racionalidad constitucional para poder 

determinar la utilidad funcional que tienen los datos personales que recaba el Instituto Federal Electoral en 

el proceso registral y que derivan en su inclusión a la vista en la credencial para votar. 

 

c. Derechos político electorales y función electoral. 

Entre los derechos que la CPEUM reconoce a los ciudadanos mexicanos se encuentra el de votar y ser 

votado en elecciones populares (artículo 35 fracción I), mientras que una de sus obligaciones es votar en las 

elecciones y en las consultas populares en los términos que fijen las leyes (artículo 36 fracción III). 

Por otra parte, una de las bases constitucionales de la renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo –

que se realiza mediante elecciones libres, auténticas y periódicas– establece que su organización es una 

función estatal que se realiza a través del Instituto Federal Electoral (IFE). El ejercicio de esa función tiene 

como principios rectores la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad  (artículo 41 base 

quinta). 

                                                 
3 MIERES MIERES, L.J., Intimidad personal y familiar. Prontuario de jurisprudencia constitucional, Editorial Aranzadi, S.A. Navarra 

2002, p. 190-191 en M. I. GARRIDO GÓMEZ, Derechos fundamentales y Estado social y democrático de derecho, Dilex, Madrid, 2007, p. 
206. Citado por MARECOS GAMARRA, Adriana, Configuración jurídica del derecho a la autodeterminación informativa, Observatorio 
Iberoamericano de Protección de Datos, Iniciativa sobre la privacidad, protección de datos y habeas data en Iberoamérica, marzo 2013,  p. 6. 
Disponible en http://oiprodat.com/2013/03/15/configuracion-juridica-del-derecho-a-la-autodeterminacion-informativa/ 

4 DERECHO A LA INTIMIDAD. SU OBJETO Y RELACIÓN CON EL DERECHO DE LA AUTODETERMINACIÓN DE LA 
INFORMACIÓN. 
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Por función electoral debemos entender la especificación normativa de una actividad primordial del Estado 

referida a la organización, realización y calificación de las elecciones como mecanismo de integración de los 

órganos representativos del poder público. Se trata de una función que se enmarca dentro de las funciones 

estatales, en la medida en la que es llevada a cabo por determinadas entidades administrativas y 

jurisdiccionales especializadas que son órganos del Estado y que, en cuanto tales, desarrollan un tipo 

específico de tareas estatales que son las de realizar los procesos electorales de donde emana la 

representación política democrática.5 

El concepto de certeza significa el conocimiento seguro y claro de algo. Se contrapone a la incertidumbre, 

la falta de transparencia y la especulación. Como principio normativo, la certeza constituye el deber de la 

autoridad electoral de tomar sus decisiones con base en elementos plenamente verificables, corroborables y, 

por ello, inobjetables. Es el principio básico que permite a la función electoral generar la confianza suficiente 

para dotar de credibilidad a sus resultados.6 

La SCJN ha sostenido que “el principio de certeza consiste en dotar de facultades expresas a las 

autoridades […], de modo que todos los participantes en el proceso electoral conozcan previamente, con 

claridad y seguridad, las reglas a que la actuación de las autoridades está sujeta”.7 

La legalidad implica el estricto apego de toda autoridad al marco normativo vigente. La idea moderna de 

Estado de Derecho se fundamenta medularmente en este principio cuyo axioma jurídico se expresa de la 

siguiente forma: la autoridad estatal no puede hacer otra cosa más que lo que le está expresamente facultado 

por la ley; en consecuencia, lo demás queda vedado, es decir, prohibido. En cambio, los particulares pueden 

hacer todo aquello que no les está expresamente prohibido en algún ordenamiento legal.  

El principio de legalidad constituye el eje rector de todas las actuaciones públicas en el Estado 

constitucional democrático de derecho, electorales o no. Sin embargo, resulta de especial trascendencia en el 

ámbito electoral porque el apego a las leyes que rigen la competencia electoral, el ejercicio del voto y la 

integración de los órganos representativos del Estado, es decir, el respeto de las reglas del juego político 

democrático, por parte de todos los actores públicos y privados de la sociedad, es la condición necesaria, la 

premisa sine qua non, de la certeza y de la confianza en que el juego político no estará truncado o 

manipulado. 8 

En ese sentido, el régimen legal en materia electoral constituye una suerte de “carta de navegación” que 

permite a todos los actores involucrados conocer y reconocer con antelación, las etapas, actos, tiempos y 

procedimientos que edifican el andamiaje electoral. En México, está lógica y exigencia jurídica es la piedra 

angular sobre la cual se ha transformado el ámbito público y político electoral para dotarlo de certeza y 

credibilidad en su organización, más no en sus resultados.9 

Finalmente, entre las actividades que el IFE tiene a su cargo en forma integral y directa están las relativas 

al padrón y lista de electores (artículo 41 base quinta). 

                                                 
5 Astudillo, César, y Córdova, Lorenzo, Los árbitros de las elecciones estatales, una radiografía de su arquitectura institucional, 

Instituto de Investigaciones Jurídica de la Universidad Nacional Autónoma de México e Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del 
Estado de Jalisco, 2010, p. 1 

6 Ídem, p. 22 
7 AI 88/2008 y sus acumulados 90/2008 y 91/2008, Estado de Jalisco, considerando quinto, p. 26 
8 Astudillo, César y Córdova, Lorenzo, op. cit., p. 26 
9 Woldenberg, José, “Por una reforma electoral mínima”, en AA.VV., Estrategias y propuestas para la reforma del Estado, México, 

UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2ª. Ed., 202, p. 256.  
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Contar con un Registro Federal de Electores preciso y confiable es, en sí misma, una de las labores más 

importantes para organizar una elección, en cualquier parte del mundo. En México, una de las principales 

reivindicaciones del proceso de transición a la democracia fue, sin lugar a dudas, la confección de un registro 

de electores consistente y confiable. Esta condicionante del proceso democrático  ha sido tarea fundamental 

para la construcción de un sistema electoral en el que todas las fuerzas políticas en particular y los 

ciudadanos en general, puedan creer y confiar. Por ello, la creación del Registro Federal de Electores, hace 

más de 20 años, constituyó una de las condiciones de posibilidad más importantes para el proceso de 

transición a la democracia. 

Desde su creación se ha puesto especial énfasis en la calidad de los instrumentos registrales que genera. 

Es una exigencia social y política que posibilita el ejercicio de los derechos políticos de los ciudadanos así 

como la autenticidad y efectividad del sufragio. La premisa es muy simple: dentro del juego democrático, es 

necesario que los actores tengan certeza, tanto de la existencia de un listado preciso de todos aquellos que 

pueden ser convocados a tomar parte de la decisión política, como de quienes efectivamente participan. El 

padrón de ciudadanos es el cimiento que sostiene nuestro sistema electoral. La confianza que los ciudadanos, 

candidatos y partidos políticos depositan en este instrumento es condición de posibilidad para la igualdad 

democrática y la legitimidad de los gobernantes. 

Incluso, tratándose del ejercicio del voto, en el Código de la materia se puede advertir que el domicilio es 

un elemento que abona a la confianza. Esto es,  por un lado, las mesas receptoras del mismo se integran por 

quienes tienen un domicilio dentro de la sección electoral y, por el otro, sólo pueden ejercer el derecho a voto 

quienes radican en la sección donde se ubica la mesa directiva de casilla. 

Robustece lo indicado cuando existen errores en el rubro de sección en la credencial para votar.  En ese 

supuesto, los presidentes de la mesa receptora de la votación permitirán emitir su voto a aquellos ciudadanos, 

siempre que aparezcan en la lista nominal de electores con fotografía correspondiente a su domicilio, además 

que se cerciorarán de su residencia en la sección correspondiente por el medio que estimen más efectivo. De 

ahí la certeza que genera la incorporación visible del domicilio en la credencial. 

De esta forma, el domicilio en el sistema electoral mexicano y, en consecuencia, su inclusión como dato 

en la credencial de elector es de alta importancia en el ejercicio democrático, pues abona a la certeza que el 

voto fue recibido y emitido por quienes residen en la sección electoral perteneciente a su domicilio. 

Paso 3. Establecer si existe o no una colisión de los principios constitucionales considerados en el ejercicio, 

así como delimitar con precisión los alcances de esa posible disputa, con el propósito de determinar la 

prevalencia de un derecho o interés, a partir de su peso específico en el caso concreto, esto es, a partir de 

su evaluación en función de la solución más satisfactoria ante el posible conflicto de intereses 

constitucionales. 

 

El conjunto de DP que son requeridos por ley a los ciudadanos constituyen la racionalidad de la función 

registral: poder identificar fidedignamente a cada uno de los ciudadanos y ubicarlo en la demarcación política 

a la que pertenecen. La información que proporcionan los ciudadanos resulta imprescindible para la 

confección de los instrumentos electorales. Cada dato constituye un insumo necesario para garantizar la 

legalidad y certeza de los comicios, así como la credibilidad y veracidad de sus resultados. El nombre, el 

domicilio completo, su clave de registro de población, sus huellas dactilares, su foto, firma, etc., cumplen con 

estos propósitos. 
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Del contenido de las normas constitucionales y legales citadas en párrafos precedentes, válidamente se 

puede concluir que los derechos relativos al derecho fundamental oponible de los ciudadanos respecto de la 

preservación de la confidencialidad de los datos personales precisados así como el de la utilidad funcional de 

la credencial para votar mediante los datos visibles del domicilio –calle, número exterior y número interior– se 

armonizan a partir de su ámbito de tutela y fines de interés público y no entran en conflicto. 

No existe un escenario de colisión que precise determinar la prevalencia de un principio o regla –certeza y 

legalidad y característica de la credencial para votar– sobre otro –autodeterminación informativa–, sino uno de 

armonización, lo que permite afirmar que no hay un choque entre la disposición normativa electoral que prevé 

la inclusión del domicilio en la credencial para votar y el derecho del ciudadano a la protección de sus datos 

personales. 

La autodeterminación del ciudadano sobre la protección de sus datos personales se encuentra 

garantizada, en atención a que queda bajo su arbitrio y responsabilidad el uso que le dé a su CPV; es decir, 

una vez que el Instituto hace entrega al ciudadano de dicha credencial, éste tiene el dominio sobre la misma y 

es a éste a quien le corresponde directamente conocer  en qué tipo de trámites la utiliza; por tanto, es el 

propio ciudadano, y sólo él, quien puede exigir la responsabilidad de un tercero de respetar sus derechos. 

Por el contrario, asentar los mismos datos del formato de inscripción al padrón en la CPV garantiza la 

certeza y legalidad de la función electoral, en la tarea de confeccionar un mecanismo que garantice tres 

aspectos propios de las elecciones libres y auténticas: 

1) Que sólo voten ciudadanos mexicanos con una existencia comprobada a través de diversos 

instrumentos tecnológicos y científicos (ciertos y legales); 

2) Que nadie que no viva en una determinada localidad pueda votar en ella, y 

3) Que nadie tenga la oportunidad de votar dos veces. 

Mantener visibles los datos de calle, número interior y exterior del domicilio en el cuerpo de la CPV, 

garantiza la armonización de los principios previamente analizados, y se justifica en función de que la CPV 

cumple con sus fines de instrumento electoral y medio de identificación del ciudadano; su inclusión es 

necesaria e ineludible para el ejercicio del derecho al sufragio; y en tanto es entregada a su titular, éste es el 

responsable de su uso, manejo, disposición y entrega de los datos que contiene. 

Puntos nodales de disenso 

El acuerdo establece, entre otras cosas, lo siguiente: 

a) No existe impedimento legal o técnico a que los datos de calle, números exterior e interior se 

incorporen de manera cifrada en la Credencial para Votar. Por el contrario, el estudio técnico y 

jurídico que realizó la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores por mandato del acuerdo 

CG733/2012  muestra que la visibilidad y legibilidad de estos datos en la credencial no es necesaria 

para ninguna de las dos funciones legales de la credencial: votar e identificarse. 

 Incluso, se precisa que a partir de los elementos que arroja el señalado estudio, se colige que los 

elementos referentes a la inclusión de manera visible los datos del domicilio, se sustentan en la 

utilidad de estos datos para comprobar el domicilio o para realizar “trámites”. Situación contraria 

acontece respecto de la inclusión cifrada de los datos de calle y números exterior e interior del 

domicilio, pues ésta posibilidad se sustentan en la seguridad de los individuos y en la protección de 

datos personales. 
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En nuestro concepto, la posición adoptada por la mayoría deja de atender la debida motivación ordenada 

por la Sala Superior. Ello es así, ya que en el considerando 45 del acuerdo, entre otros aspectos,  se 

establece lo siguiente: 

• De las consultas a Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas del Instituto Federal Electoral se 

desprendió la información siguiente: 

-  La Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y Educación Cívica señaló que en las visitas, 

notificación y capacitación de los ciudadanos sorteados se requiere que el Capacitador Asistente 

identifique plenamente al ciudadano y su domicilio para contar con datos confiables y certeros. 

 En este sentido, la eventual codificación o cifrado de los datos de calle, número exterior y 

número interior en la Credencial para Votar podría afectar las atribuciones y procedimientos de 

la Dirección Ejecutiva de Capacitación y Educación Cívica, sin que sea viable la utilización de 

dispositivos y/o aplicativos, como lectores de códigos, en las actividades de notificación, visita y 

capacitación de los ciudadanos insaculados, durante los procesos electorales federales. 

 .... 

En ese sentido, para estar en posibilidad de motivar adecuadamente el acuerdo, mandato primigenio de la 

Sala Superior, se debió atender o desvirtuar lo expuesto por las propias áreas de este Instituto, lo cual no 

aconteció en la especie. 

De esta forma, más allá de las diferencias jurídicas sobre las conclusiones expuestas por la mayoría, el 

acuerdo no desvirtúa la finalidad funcional de la credencial, desde una perspectiva institucional. Por ello, dado 

que las razones que orientan el sentido del acuerdo no cumplen con el principio de exhaustividad, no puede 

generarnos plena convicción que estamos ante un debido acatamiento de sentencia. 

b) Incluir los datos en cuestión de forma visible en la credencial para votar sin una consulta previa a las 

y los ciudadanos, los obliga a proporcionar su domicilio, que es un dato personal, cada vez que se 

identifican ante cualquier instancia pública o privada, utilizando el instrumento que esta autoridad 

emite. 

No puede entenderse, por ningún motivo, que el imprimir la credencial para votar con una serie de datos 

personales de los ciudadanos supone su publicidad. Este supuesto, por decir lo menos, es absurdo, ya que 

dicha credencial se entrega única y exclusivamente al titular. 

Tampoco supone el imponer a los ciudadanos la obligación de transferir sus datos personales, en primer 

lugar, porque son ellos, los ciudadanos, los que deciden cómo, cuándo y dónde la utilizan, y en segundo lugar, 

porque, aun y cuando la usen como medio de identidad, el Estado mexicano regula y protege su derecho a la 

privacidad, tanto en el ámbito privado como en el público, a través de dos ordenamientos jurídicos: la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Privados.  

El IFE no puede asumir una responsabilidad ajena y de doble alcance: responsabilizarse de lo que hacen 

los ciudadanos con su CPV y de lo que hacen las instancias públicas y privadas con los datos de la CPV. Son 

los propios ciudadanos y quienes tratan los datos personales, quienes se responsabilizan en cada caso. 

En efecto, es importante tomar en cuenta que la autodeterminación informativa, si bien implica, por un 

lado, que los demás quedan excluidos del conocimiento de la esfera individual propia de uno mismo y, por el 

otro, una nueva libertad personal, como libertad positiva de ejercitar un derecho de control de datos referidos 
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a la propia persona que ha salido de la esfera privada para insertarse en un determinado archivo público o 

privado; también es cierto que, tratándose del uso de la credencial para votar como medio de identificación 

oficial, el propio sujeto es el que determina el alcance del ejercicio de la protección del dato personal. 

En otras palabras, no se puede alegar en abstracto la posible vulneración de un derecho por parte de un 
tercero, si la propia conducta del sujeto genera esa posibilidad. Al respecto, conforme a la teoría de los Actos 
propios, “el ejercicio contradictorio del derecho se traduce en una extralimitación del propio derecho.  Este 
acto contradictorio o extralimitado provoca la inadmisibilidad de la pretensión cuando el sujeto pasivo ha 
modificado su situación jurídica por la confianza que ha despertado la conducta vinculante”10 

Sobre el principio de necesidad añade: 

c) De un análisis de los fines constitucionalmente válidos de la credencial (votar e identificarse), se 
desprende que la inclusión visible de la calle y números exterior e interior sin una consulta previa a 
las y los ciudadanos, no cumple con el principio de necesidad, es decir, sí conllevan alguna 
afectación a la protección de datos personales, sin que esta afectación sea necesaria para fines 
constitucionalmente válidos. 

La pregunta sería: si no tiene un fin constitucionalmente valido y no es necesario para sufragar e 
identificarse, luego entonces, ¿es ilegal que el IFE lo recabe? ¿Son inconstitucionales los artículos 184 y 200 
del COFIPE? 

Para arribar a la primera afirmación, el Acuerdo reduce el análisis al acto de sufragar, esto es, el 
ciudadano que se presenta en la casilla y debe ser identificado por el funcionario. Tal reduccionismo pierde de 
vista la lógica completa del proceso registral electoral y del sistema electoral mexicano en su conjunto. El 
domicilio de los ciudadanos sí tiene una función determinada en el Registro Federal de Electores: sirve para 
ubicar la sección electoral a la que debe inscribirse un ciudadano y, en consecuencia, define el lugar donde 
debe emitir su voto. Todo esto, a luz de los principios de certeza y legalidad que rigen la materia electoral y 
que buscan generar la confianza y legitimidad suficiente para garantizar, como antes se citó, tres cosas: 1) 
que sólo voten ciudadanos mexicanos con una existencia comprobada a través de diversos mecanismos 
tecnológicos y científicos, 2) que nadie que no viva en una determinada localidad pueda votar y 3) que nadie 
tenga la oportunidad de votar dos veces. 

La premisa que planeta el acuerdo sugiere que incorporar el domicilio, sin consulta previa, representa una 
afectación que no es necesaria para fines constitucionalmente válidos, sin embargo,  cabe otra pregunta: ¿la 
visibilidad de la fotografía, firma, CURP o huella digital representan una afectación que sí es 
constitucionalmente válida? 

Finalmente, el Acuerdo sostiene que existe una desprotección de datos personales actual: 

d) Acorde a las funciones legalmente estipuladas de la credencial y al hecho de que no es una finalidad 
con sustento legal que la credencial sea usada como comprobante de domicilio, su inclusión visible, 
sin una consulta previa a las y los ciudadanos, representa una desprotección de datos personales 
debido a la circulación tan extensa de la credencial. 

No se debe perder de vista que el domicilio de los ciudadanos no es el único dato personal y sensible que 
se contiene en la credencial para votar. El acuerdo fija un precedente riesgoso: se abre la puerta para, sin 
argumentos sólidos, arribar a conclusiones similares en el caso de la edad, el sexo, la CURP, la firma, la 
huella, entre otros datos que, como se afirma en el proyecto, tampoco son necesarios (en la reducción del 
análisis) para sufragar o identificarse. 

                                                 
10 Diez-Picazo Ponce de León, Luis, “La doctrina de los propios actos, un estudio crítico sobre la jurisprudencia del Tribunal Supremo” en 
Borda, Alejandro, “La Teoría de los actos propios”, Argentina, Abeledo-Perrot, 3ª. Ed., p.156. 
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Se afirma que actualmente la circulación extensa de la CPV se traduce en una desprotección de datos 

personales, lo que parte de una lógica subjetiva, sin respaldo científico y significa ignorar los esquemas de 

protección constitucionales y legales que existen en este país. 

No puede afirmarse, con esa candidez, que en el Registro Federal de Electores ha prevalecido un modelo 

que violenta la privacidad de los ciudadanos desprotegiendo sus datos personales. O peor aún, que esa 

desprotección se reduce a que el domicilio ha estado visible durante ese tiempo, sin que resulten relevantes el 

resto de los datos personales contenidos en la credencial. 

e) Las razones que motivan la inclusión visible no cumplen con una finalidad sustentada en la 

constitución o en la ley y, por tanto, incumplen con los principios de necesidad, idoneidad y 

proporcionalidad. 

Para explicar el disenso, es necesario precisar que toda constitución, pero particularmente las 

democráticas, fundadas en la idea de la «soberanía popular», parten del supuesto de un consenso originario; 

se trata de una suposición sobre la que se basa la entera existencia del Estado. 

Ahora bien, la idea de ese consenso originario que da origen a la sociedad y al Estado, implica la 

aceptación de las reglas y obligaciones que nacen del mismo pues, de otra manera, no podría pensarse en la 

subsistencia –ya no origen- del mismo Estado. Dicho de otra manera: las tesis del contractualismo suponen la 

necesidad de salir de un estado de naturaleza que a nadie conviene; el caso más radical de ese estado es el 

que prefigura Hobbes y que define como la situación de «guerra de todos contra todos», en donde la única 

certeza era la de una muerte violenta; en ese contexto el contrato social implica una solución a esa situación a 

través del consenso en torno a ciertas reglas de convivencia. Sin embargo, el mismo contrato requiere de un 

respeto permanente de esas reglas so pena de regresar a esa situación indeseada de la que se ha salido, 

eventualmente violenta. 

De la misma manera, la idea del Estado constitucional democrático requiere del respeto irrestricto y 

continuo de las reglas que lo distinguen, pues, de otra manera, se minan las bases sobre las que se sostiene. 

Bobbio es claro en señalar que: «A diferencia de todas las otras reglas, las reglas del juego deben ser 

aceptadas por unanimidad, por la simple razón de que la no aceptación de una de ellas por parte, incluso, de 

uno sólo de los jugadores, vuelve imposible el desarrollo del juego. Ello significa que la aceptación de 

participar en una decisión o en una elección que se desarrolle con base en la regla de mayoría implica la 

aceptación de la misma regla como modo para alcanzar la decisión o la elección… quien ha aceptado decidir 

o elegir de acuerdo con la regla de mayoría ha aceptado no una determinada decisión sobre un problema 

específico, con la que puede estar incluso en desacuerdo, no la representación de una determinada persona 

respecto de la que puede ser adversa, sino un determinado procedimiento para la decisión o para la elección. 

Se puede agregar que la mayor fuerza vinculante de las reglas del juego, frente a todas las demás, reside en 

la consideración que cada jugador hace respecto de la prevalencia del interés general por mantener las reglas 

del juego sobre su interés particular por hacer prevalecer sus propios planteamientos en una decisión 

específica» 11. 

Y es que, dicho en otras palabras, el respeto de las reglas del juego es la premisa básica para que el 

juego se lleve a cabo. 

                                                 
11 BOBBIO, N., Teoria generale della politica, Einaudi, Turín, 1999, p. 398-399 
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En el caso, no existe duda que la tutela al derecho fundamental a la protección de los datos personales es 

una obligación del Instituto Federal Electoral; sin embargo,  en el acuerdo aprobado por la mayoría no se hace 

consideración sobre el papel que  guarda la inclusión visible del domicilio en la credencial para votar, como 

factor de certeza y confianza en el juego democrático. 

Así, toda vez que nos encontramos ante una situación que involucra la modificación de las reglas del juego 

político-electoral, la objeción al sentido del acuerdo es que dicho actuar corresponde al Poder Legislativo. Esto 

es, la determinación adoptada por la mayoría de los integrantes de Consejo General del Instituto Federal 

Electoral tiene un impacto en las reglas conforme se desarrolla el juego y, en consecuencia, su actuar puede 

trascender en el funcionamiento del mismo. 

En efecto, la decisión deja de lado una premisa básica, cualquier modificación a las reglas constitutivas del 

juego democrático, como lo es la certeza, requiere de un consenso generalizado en su construcción y en su 

acatamiento. Por ello, quienes preeminentemente deben decidir sobre su modificación es quién cuenta con la 

representación de la colectividad, esto es, los legisladores. 

En ese sentido, no puede olvidarse que si alguien modifica las reglas sobre las cuales se cimenta el 

sistema democrático pactado por la mayoría, la operación del mismo se vuelve incierta y, probablemente, 

fallida. 

Lo anterior es así, debe tomarse en cuenta que lo largo de la historia del sistema político-electoral 

mexicano, la desconfianza es una constante por parte de los actores políticos; de ahí que el sistema 

normativo ha sido objeto de múltiples reformas con el firme propósito de abonar a la generación de certeza en 

los resultados electorales. 

La construcción de las normas y de las instituciones en México se han orientado a eliminar toda duda en 

torno a la organización, celebración y calificación de los comicios. Al respecto, las reglas legales son claras y 

precisas, esto es, todos los actos y los tiempos del proceso electoral están claramente establecidos y la 

autoridad lo único que tiene que hacer es seguirlos puntualmente; ello ha inyectado certidumbre y, por lo 

tanto, confianza en los comicios. 

El caso mexicano es un caso emblemático de cómo la democracia es justamente la existencia y el respeto 

de una serie de reglas particulares, misma que se fueron creando gradualmente para darle integralidad al 

juego democrático. 

De esta forma, si se toma en consideración que la credencial es el medio por el cual el ciudadano ejerce 

su derecho al voto, la modificación a la regla de mantener visible el domicilio puede constituir un elemento 

vulnere la confianza en el ejercicio democrático. 

En suma, no advertimos alguna colisión de derechos o principios, derivada del ejercicio de ponderación 

ordenado por la Sala Superior. Por el contrario, consideramos que la legislación electoral en materia registral 

armoniza adecuadamente con las disposiciones y principios relacionados con la protección de datos 

personales y que el Registro Federal de Electores ha sido, por más de 20 años, sensible a la construcción de 

instrumentos confiables y que, a su vez,  protegen la información personal que los ciudadanos proporcionan. 

Respetuosamente, 

La Consejera Electoral, María Marván Laborde.- Rúbrica.- El Consejero Electoral, Lorenzo Córdova 

Vianello.- Rúbrica. 
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VOTO RAZONADO QUE CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 25, PÁRRAFO 7 DEL REGLAMENTO DE 

SESIONES DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, PRESENTA EL CONSEJERO 

ELECTORAL BENITO NACIF HERNÁNDEZ  EN RELACIÓN CON EL ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL 

INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUAB QUE SE CONSULTE DE FORMA EXPRESA Y POR 

ESCRITO A LOS CIUDADANOS SOBRE LA INCORPORACIÓN VISIBLE DE LOS DATOS DE CALLE, NÚMERO 

EXTERIOR Y NÚMERO INTERIOR DEL DOMICILIO EN EL ANVERSO DE LA CREDENCIAL PARA VOTAR Y, QUE EN 

TODOS LOS CASOS, DICHOS DATOS SE INCLUYAN DE FORMA CIFRADA EN EL REVERSO DE LA MISMA, EN 

ACATAMIENTO A LO ORDENADO POR LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL 

DE LA FEDERACIÓN, EN LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN CON NÚMERO DE EXPEDIENTE SUP-

RAP-37/2013. 

I. Introducción 

El pasado 23 de octubre, en sesión extraordinaria, el Consejo General acordó que se consulte de forma 
expresa y por escrito a los ciudadanos sobre la incorporación visible de los datos de calle, número exterior y 
número interior del domicilio en el anverso de la credencial para votar y que, en todos los casos, dichos datos 
se incluyan de forma cifrada en el reverso de la misma. Por medio de este acuerdo el Consejo General acató 
lo ordenado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, (TEPJF) en la 
resolución con número de expediente SUP-RAP-37/2013. 

Gracias a esta decisión, cuando el ciudadano se acerque a un Módulo de Atención Ciudadana (MAC) para 
tramitar su credencial para votar, escogerá si quiere que los datos de calle, número exterior e interior 
aparezcan al anverso de la credencial o no. Este cambio se efectuará en el nuevo modelo de credencial que 
aprobó el Consejo General mediante el acuerdo CG732/2012, y que empezará a circular en enero de 2014. 

El acuerdo mencionado se fundamenta y motiva en el hecho de que, para cumplir sus dos fines legal y 
constitucionalmente válidos – votar y como medio de identificación—, no se necesita que los datos en 
cuestión sean visibles en la credencial. Además, el acuerdo asevera que, dado el principio pro persona 
inscrito en el artículo 1 de la Constitución y el derecho a la autodeterminación informativa, se le debe permitir 
al ciudadano escoger si quiere que estos datos aparezcan de manera visible o no en el anverso de la 
credencial. 

A pesar de que la argumentación de este acuerdo se realiza con base en razones y fundamentos sólidos 
de los que se desprenden la motivación de los resolutivos, ningún acuerdo puede enlistar la totalidad de las 
razones operativas o técnicas que forman parte de su fundamentación y motivación. Los acuerdos del 
Consejo General deben fundamentar y motivar sus decisiones en términos de la normatividad que rige a la 
materia electoral, así como optar por una argumentación coherente que concatene los elementos relevantes 
con la regulación existente y su interpretación; no deben ser catálogos exhaustivos de razones que 
fundamenten una decisión. 

Por lo anteriormente expuesto, he querido plasmar en el presente voto razonado elementos adicionales 
que se sumen a la fundamentación y motivación de esta determinación del Consejo General. En particular, 
expondré cómo la invisibilidad de los datos en la credencial no afectará procedimientos claves que el IFE lleva 
a cabo para garantizar el derecho al sufragio del ciudadano. 

II. Funciones de capacitación electoral 

Es bien sabido que las funciones de capacitación electoral son fundamentales para que el ciudadano 
pueda ejercer su derecho a un sufragio regido por los principios de certeza, legalidad, objetividad e 
imparcialidad. Al analizar estos procedimientos, se puede apuntalar el argumento expuesto en el acuerdo 
sobre los datos relativos al domicilio: no resultan necesarios directa o indirectamente que los datos del 
domicilio aparezcan en la credencial para que el ciudadano ejerza su voto. 
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a. Procedimientos durante la jornada electoral 

Los procedimientos que supone el COFIPE para que los funcionarios de casilla constaten que al 

ciudadano le corresponde votar en la casilla en la que se presenta, no contemplan el uso de los datos del 

domicilio que podrán invisibilizarse según el acuerdo en cuestión. De este modo, el artículo 264.1 establece 

que cuando se acerquen a la mesa directiva de casilla, los electores deberán “mostrar su credencial para 

votar con fotografía” para que el presidente constate que el ciudadano es el titular de los datos de la 

credencial. El artículo 265.1 establece que “Una vez comprobado que el elector aparece en las listas 

nominales y que haya exhibido su credencial para votar con fotografía, el presidente le entregará las boletas 

de las elecciones…” Es decir que la ley no contempla que el dato del domicilio sea verificado por los 

funcionarios de casilla cuando el ciudadano acude a votar, sino sólo que el poseedor de la credencial sea el 

titular de los datos y que aparezca su registro en la Lista Nominal. 

El Manual del Funcionario de Casilla del Procesos Electoral Federa 2011-20121 es el documento emitido 

por la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y Educación Cívica (DECEYEC) del IFE, que sirvió para 

capacitar a los ciudadanos como funcionarios de casilla el día de la jornada electoral. Este manual detalla, 

entre otros elementos, los pasos que debe seguir el funcionario de casilla de cara al ciudadano que se acerca 

para que éste pueda ejercer su derecho al sufragio. Estos pasos son: 

Paso 1. El elector se presenta ante el presidente de casilla, quien le solicita su Credencial para 

Votar para asegurarse de que le pertenece, y que le muestre su dedo pulgar derecho para 

comprobar que no ha votado. 

Paso 2. El presidente da la credencial al secretario. 

Paso 3. El secretario revisa que el nombre del elector aparezca en la lista nominal, o en su caso 

en la lista adicional, y enseguida le avisa al presidente. 

Paso 4. El presidente desprende una boleta de la elección de Presidente, una de la elección de 

senadores y una de la elección de diputados federales y las entrega al elector. Es importante que 

cuide no separar el talón del bloc. 

Paso 5. De inmediato el secretario marca con el sello “VOTÓ 2012” junto al nombre del 

ciudadano en la lista nominal o en la lista adicional.2 

Vale la pena notar que de este fragmento del manual se desprende que el presidente de casilla se 

asegura que la credencial le pertenezca al ciudadano (paso 1) y que el secretario revisa que el nombre del 

elector aparezca en la Lista Nominal (paso 3). El día de la jornada electoral los funcionarios de casilla no 

utilizan los datos del domicilio en la credencial pues bastan los elementos de identificación que contiene la 

credencial (como la foto y el nombre y apellidos) para comprobar que quien ostenta la credencial es su titular y 

que éste tiene derecho a votar en la casilla a la que se ha presentado. 

b. Visitas de notificación a ciudadanos 

Antes de que los ciudadanos inicien su capacitación, deben ser insaculados (ser designados de manera 

aleatoria) los individuos que podrán participar como funcionarios de casilla en la elección. A los ciudadanos 

insaculados los visitan los Capacitadores Asistentes Electorales (CAE). A partir de esta visita, los ciudadanos 

son notificados y, en su caso, capacitados para ser funcionarios de casilla. 

                                                 
1 Disponible en http://www.ife.org.mx/documentos/proceso_2011-2012/documentos/MANUAL_FC.pdf 
2 Ibid., páginas 45-46. 
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Cada CAE visita a un número determinado de ciudadanos insaculados, y para que cada CAE los visite, la 
DECEYEC produce un Listado de ciudadanos sorteados en orden de visita específico por CAE, tal y como se 
constata en el Manual del Capacitador-Asistente Electoral del PEF 2011-2012.3 La información de este listado 
proviene de datos que recoge la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores (DERFE) cuando los 
ciudadanos tramitan su credencial. El propósito del listado es permitirle al CAE conocer quién ha sido 
insaculado y dónde vive para que lo visite, y en su caso, capacite. Este listado incluye información de cada 
ciudadano insaculado, tal como: número de credencial de elector, nombre(s) y apellidos del ciudadano; 
estado, distrito, municipio, sección, localidad, calle, número exterior, número interior, colonia y código postal 
del domicilio.4 

La ubicación del domicilio del ciudadano es un paso central en el procedimiento de capacitación de 
funcionarios de casilla, pero para este proceso, le basta al CAE tener el Listado de ciudadanos sorteados en 
orden de visita. Una vez encontrado el domicilio en donde reside el ciudadano insaculado, el CAE revisa la 
identidad del ciudadano a partir de los elementos de su credencial para votar. Los datos del domicilio 
contenidos en la credencial para votar son innecesarios en este proceso puesto que el CAE ya los tiene en su 
listado. 

III. Reseccionamiento 

Otro elemento indispensable para que el ciudadano ejerza su derecho a sufragar, es que éste acuda a la 
casilla que le corresponde,  según la sección electoral en la que vive. Las secciones electorales son las 
unidades mínimas en las que se divide la geografía nacional para efectos electorales; son unidades 
geográficas con un mínimo de 50 y un máximo de 1,500 electores. La ley ordena (en el artículo 239, párrafo 2 
del COFIPE) que se instale una casilla por cada 750 electores o fracción correspondiente. 

La dinámica demográfica del país ocasiona que algunas secciones incrementen o decrementen su número 
de electores, colocando su número de electores fuera del rango establecido por la ley de entre 50 y 1,500. Por 
este motivo, el IFE de manera periódica, lleva a cabo programas de reseccionamiento por medio de los 
cuales, por un lado, fracciona secciones con un número de electores que rebasan el rango permitido y, por el 
otro lado, fusiona secciones que tienen menos de 50 electores con otras contiguas. Como consecuencia de 
este proceso, el domicilio de algunos electores comienza a pertenecer a otra sección electoral aun cuando no 
se hayan mudado de residencia. Por este motivo, cuando se llevan a cabo reseccionamientos, personal de la 
DERFE notifica individualmente a cada ciudadano, informándole que debe acudir a un MAC para actualizar su 
registro en el padrón y obtener una credencial para votar nueva.5 Esta credencial tendrá el nuevo número de 
sección que le corresponde después del reseccionamiento. 

Pueden ocurrir dos supuestos cuando la residencia de un ciudadano pertenece a un área geográfica 
dentro de una sección que ha sido modificada y que no haya tramitado una nueva credencial: 1) el ciudadano 
acude a una casilla que no le corresponde el día de la jornada electoral y 2) el ciudadano acude a la casilla 
que sí le corresponde, pero el número de sección que aparece en su credencial no es el número de la sección 
de la casilla. 

En el primero de estos supuestos, el ciudadano no aparecerá en la Lista Nominal de esa casilla y los 
funcionarios no le permitirán votar. El ciudadano deberá buscar la ubicación de la casilla que sí le 
corresponde. En este caso, el hecho de que no aparezca en el anverso de la credencial los datos del domicilio 
referidos no significará una dificultad adicional para encontrar su casilla. Además, el medio idóneo para que en 
esta situación el ciudadano ubique su casilla es que use el servicio de IFETEL de la Dirección de Atención 
Ciudadana de la DERFE y, al proporcionar su clave de elector u OCR al personal de IFETEL, se le diga 
mediante este servicio la ubicación de la casilla en la que le corresponde votar. 

                                                 
3 Véase el Tomo II de este manual, disponible en http://www.ife.org.mx/documentos/proceso_2011-2012/documentos/IntegracionUbicacion 
MesasCasillas/MANUAL_CAE_TOMO_II.pdf 
4 Los datos del Listado de ciudadanos sorteados en orden de visita son extraídos del Sistema ELEC.  
5 Véase el acuerdo CG519/2012, y su Anexo 1, por el que se aprobó el último programa de reseccionamiento y en donde se detalla el 
procedimiento de notificación que la DERFE hace a ciudadanos.  
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En la segunda de estas situaciones, en donde el ciudadano sí aparece en la Lista Nominal de la casilla en 

la que se presenta, pero su número de sección no coincide con el de la casilla, debe aplicarse el supuesto de 

los párrafos 2 y 3 del artículo 264 del COFIPE: 

2. Los presidentes de casilla permitirán emitir su voto a aquellos ciudadanos cuya credencial para 

votar contenga errores de seccionamiento, siempre que aparezcan en la lista nominal de 

electores con fotografía correspondiente a su domicilio. 

3. En el caso referido en el párrafo anterior, los presidentes de casilla, además de identificar a los 

electores en los términos de este Código, se cerciorarán de su residencia en la sección 

correspondiente por el medio que estimen más efectivo. 

En este caso, el medio más efectivo para que el presidente de casilla se cerciore de que la residencia del 

ciudadano corresponde a la sección donde se ubica la casilla, es que hable al servicio de IFETEL y 

proporcione la clave de elector del ciudadano. Mediante este servicio, se pueden constatar los datos 

completos del registro de los ciudadanos. Es poco razonable suponer que en plena jornada electoral el 

presidente de la casilla podría usar mapas de cartografía electoral para ubicar la residencia del ciudadano y 

luego identificar si ésta corresponde a la sección electoral, pues en ese momento tendrá muchos asuntos que 

atender. Además, la calle y los números exterior e interior del domicilio del ciudadano no serían útiles para 

constatar si el ciudadano vive dentro de la sección electoral o no. 

Es decir, el domicilio impreso de forma visible en la credencial no es necesario ni idóneo para conocer 

dónde debe votar ni para constatar que sí ha votado donde le corresponde a un ciudadano que no ha 

actualizado su credencial después de un reseccionamiento, 

IV. Impacto gráfico de que no aparezcan los datos 

Otro aspecto que el acuerdo del Consejo General por el que se aprueba que el ciudadano escoja si 

algunos datos de su domicilio aparecerán o no visibles en su credencial para votar no menciona, y que resulta 

relevante destacar, es que en términos gráficos la invisibilidad de los datos del domicilio supondrá un cambio 

mínimo en el anverso de la credencial. En el modelo de credencial para votar aprobado mediante el acuerdo 

CG732/2012, este cambio no alterará la identidad gráfica de este documento, tal como se desprende de 

observar el anverso de la credencial con y sin los datos referidos. 

Cuadro 1. Anverso del modelo de credencial aprobado en el acuerdo CG732/2012, con datos de 

calle, número exterior e interior visibles y no visibles.  

Anverso con datos visibles de calle, número exterior 
e interior del domicilio 

Anverso sin datos visibles de calle, número exterior 
e interior del domicilio 
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El reverso de la credencial, será idéntico. Los datos del domicilio referidos en todos los casos estarán 

cifrados en el código bidimensional tipo Código de Barras PDF 417, junto con otros datos del ciudadano.6 

Cuadro 2. Reverso del modelo de credencial aprobado en el acuerdo CG732/2012. 

Reverso del modelo de credencial 

 

 

De la proyección del nuevo modelo de credencial para votar, se desprende que la inclusión o no de los 
datos de calle, número exterior e interior, en el anverso de la credencial, representan un cambio relativamente 
menor en el diseño y la presentación de este documento. 

V. Conclusión 

Un cambio relativamente menor en la credencial para votar, que es el medio de identificación oficial más 
difundido en el país, traerá aparejado un gran avance en el derecho de autodeterminación informativa de los 
ciudadanos. Este cambio menor, que tendrá grandes consecuencias, consiste en permitirle al ciudadano 
decidir si quiere que los datos de calle, número exterior e interior de su domicilio aparezcan de modo visible y 
legible en el anverso de su credencial para votar. Los datos personales son importantes cuando se relacionan 
con otros y la relevancia de los datos sobre los que los ciudadanos podrán decidir, surge cuando se analizan 
en el contexto de la información que contiene la credencial y que permite la transmisión simultánea de varios 
datos personales, tales como: nombre(s), apellidos, fotografía del rostro y, en su caso, domicilio. Puesto en 
este contexto de datos personales relacionados, la capacidad de escoger si ciertos datos del domicilio son 
visibles o no, adquiere una enorme importancia. 

A pesar de garantizar una protección importante al derecho de autodeterminación informativa y de 
garantizar la privacidad de los individuos, la invisibilidad de los datos del domicilio mencionados, no traerá 
consecuencias para las funciones legal y constitucionalmente válidas de la credencial. Tampoco son 
necesarios ni idóneos estos datos en procesos operativos electorales que son parte de las acciones que el 
IFE lleva a cabo para garantizar el derecho al voto de los ciudadanos. He querido contribuir con este voto 
razonado a la motivación del acuerdo por el que el Consejo General determinó que el ciudadano tuviera el 
derecho de escoger la visibilidad de estos datos, mostrando cómo su no inclusión en el anverso de la 
credencial no tendrá un impacto negativo en procesos operativos clave para la organización de la jornada 
electoral. 

Atentamente 

El Consejero Electoral, Benito Nacif Hernández.- Rúbrica. 

                                                 
6 El acuerdo del Consejo General, aprobado como el punto 7 del orden del día el 23 de octubre de 2013, por el que se aprueba la función de 
los códigos de barras bidimensionales en el modelo aprobado por este órgano de dirección mediante Acuerdo CG732/2012, estableció que 
los datos en el Código bidimensional tipo PDF-417, tendrán los siguientes datos del ciudadano: huella dactilar; edad; CURP; clave de elector; 
CIC; OCR; nombre; apellido paterno; apellido materno; calle, número exterior e interior; colonia y código postal; nombre del municipio; estado; 
municipio, localidad; año de registro; emisión; vigencia hasta; dígitos verificadores de ZLM y el consecutivo del FUAR.  


